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CAPITULO I 

EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA 

a) La incertiduibre juridica, 
b) La expectativa de derecho, 
c) Los derechos adquiridos, 
d) La cosa juzgada. 

Para poder abordar este tema es menester seftalar 

lo que en términos generales se entiende por seguridad ju-

rídica. 

Ahora bien, sobre el particular Rafael de Pina - 

nos dice: "... garantía que representa la organización es- 

tatal en orden al mantenimiento del derecho y a la consi— 
(1) 

guiente protección del individuo, nacional o extranjero..." 

De lo anterior se coliges la seguridad jurídica, 

ee una garantía encaminada a protager a toda persona, llá-

mese rizaos o Moral, castra actos de cualquier autoridad - 

(1) CU.. Rafael de Pina, Diccionario de Derecho, p. 334.-
Editorial Purrúa, 8. A., 4a. Edición. 
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que invada su esfera jurídica; en todas las relaciones en-

tre gobernantes y gobernados a diario se suscitan infini—

dad de actos emanados de los primeros loa cuales lesionan 

el ásibito legal de loa segundos. El estado, en ejercicio 

del poder de su imperio, lo desempata sobre y frente a los 

gobernados a través de me autoridades, y al asumir una --

conducta autoritaria en forma coercitiva o imperativa pue-

C12 afectar el campo jurídico propio a cada sujeto como go-

bernado, en el aspecto de persona física o moral, en sus - 

diversos derechos como la libertad, la vida, la propiedad 

o bienes, etc. 

En este mismo orden de ideas y abundando sobre - 

el particular, dentro de un régimen jurídico, para invadir 

la esfera del gobernado se deben cumplir con determinados 

principios previos, llamar ciertos requisitos, por estar - 

sometida a un conjunto de procedimientos jurídicos cuya --

inobservancia no llegaría a ser eficaz, desde el punto de 

vista legal. 

Pera ser efectivamente válido■ lo■ procedimien-- 
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tos, desde el punto de vista jurídico, •n la efectaci6n a 

le esfera del gobernado en sus diversos derechos, se tradu 

cen en una seria de requisitos, condiciones, elementos, --

etc.; ésto lo constituye le garantía de seguridad luridice, 

al recordar que nuestra Carta Magna exige, a través de su 

articulo 16, que toda autoridad al emitir sus actos, se 

apegue estrictamente a lo expresamente prescrito por la 

loy y, adonis, se señale con toda claridad los motivos to- 

ulou en consideración para la emisión del acto autorita--

río de molestia, debiendo éstos encuadrarlos perfectamente 

a los preceptos jurídicos que invoca, para así poder inte-

grar la correspondiente hipótesis normativa, traduciéndose 

lo anterior en el concepto de la fundementación y motiva--

ción exigidas en ek precepto constitucional en comentarlo. 

Si el anterior concepto dejara de observarlo la 

autoridad al momento de emitir un acto de molestia que in-

vada le esfera jurídica de un particular y no existiera un 

&gano encargado de exigirlo el cumplialento del mismo, en 

toncis no existiría rosón de ser si que el legislador emi-

tiera leyes que Jamie iban a ser cumplidas/ por ello den-- 
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tro de nuestro sistema constitucional se establecló -den--

tro de las garantías individuales- la seguridad jurídica. 

Pues bien, al respecto me cita el claro concepto 

que d. sobre la seguridad jurídica Ignacio Burgoa: "..,Las 

garantías de seguridad jurídica implican el conjunto gene-

ral de condiciones, requisitos, elementos o circunstancias 

previas a que debe :sujetarse una cierta actividad estatal 

autoritaria par generar una afectación válida de dlteren- 

te índole en la esfera del gobernado, integrada por el sum 
(2) 

mum de sus derechos auhletivos..." 

La definición transcrita da la pauta p=-a adver-

tir como el fundamento jurídico de la seguridad jurídica.-

lo encontramos en nuestra Constitución Po: tica de los Es-

tados Unidos nesicanoe, 

En suma, el principio de seguridad jurídica con- 

(2) Cfr. Ignacio burgas. Las Garantías Individuales, P.  -
516. Editorial Porrda, S. A.. ea. Edición. 
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siete en una ~ríe de requisitos constitucionales y lega--

les que deben contener los actos de autoridad. gotas ga—

rantías se encuentran reguladas por los artículo. del 14 - 

al 23, ami como 2h y 27 Constitucionales. 

al La incertidumbre luridica.- 

Respecto a este punto, en ciertas ocasiones el - 

particular realiza determinados actos encaminados a obte—

ner una resolución, una respuesta de una determinada auto-

ridad y mientras no reciba la respuesta correspondiente, - 

no podr5 tener certeza alguna sobre su pretensión, encon--

trándoee por ello dentro de una incertidumbre jurídica, &y 

to es, mientras la autoridad no manifieste, mediante una - 

resolución empresa y por escrito su contestación, el partí 

colar, que ha realizado actos de petición no poda' saber a 

ciencia cierta cual es me situación jurídica, por lo tanto 

se encontrar& dentro de la figura jurídica denominada ex-- 

~tett.* de derecho, tema a tratar más adelante. 

Ahora bien, pera evitar el estado de incertidun- 
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bre jurídica, es menester ~fletar que de acuerdo al princi 

pio de seguridad jurídica, todo acuerdo, acto o resolución 

de autoridad, debe necesariamente ser dado a conocer al po 

sibl• afectado o beneficiado del mismo en un lapso mías o -

menos breve, pues de lo contrario implicarle una constante, 

perpetua y verdadera incertidumbre jurídica. 

Pera dejar mes clara la idea del concepto de 

certidumbre jurídica, a continuación se señala el encolen-

te ejemplo: De conformidad a la hipótesis prevista por el 

articulo 91 del Código !Fiscal de la Federación, referente 

a las consultas sobre normas fiscales, una persona intere-

sado. directamente en situaciones reales y concretas sobre 

la aplicación de disposiciones fiscales. plantea su consul 

ta anta le autoridad de la metería y, iota tiene la obliga 

ci6n de dictar la resolución sobre las consultas plantea--

des por el particular. Mientras le autoridad no conteste 

la consulta y le di e cometer el particular solicitante. - 

irte se enoontrari en une incertidumbre edbre le situación 

jurídica real y concrete cae le planteó e la autoridad: en 

suma, la incertidumbre jurídica persistirá basta en tanto 
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le autoridad no resuelva y notifique al gobernado conmul--

tante. 

Creemos, ha quedado clara la idea da cámo me prii 

canta la incertidumbre jurídica. 

b) La expectativo de diredho.- 

l'a expectativa de derecho se encuentra intimamen 

te ligada con la figura de la incertidumbre jurídica, tema 

tratado en párrafos anteriores. 

Antes de poder referirnos al tema debe setalaree 

en términos generales lo que se entiende por expectativa - 

de derecho. Para tal efecto es de vital importancia con--

ceptuarlo, motivo por el cual nos auxiliaremos del concep-

to que da termal de Pina, al definirla como: "... al dere-

cho futuro cuyo nacimiento depende de la realización de un 

acto o hecho eficaz en virtud de la existencia de une die- 
(3) 

posición legal que autorice la m'operante de obtenerlo...' 

(3) Cfr. Rafael de Pina. Diccionario de Derecho. p. 200. 
editorial Porrfia, S. A., 4a. adición. 
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Del concepto de de Pina, puede entenderse, la ex 

pectative de derecho es una esperanza fundada en la adqui-

sición de un bien o derecho dependiendo de un hecho o acto 

\, valido, condicionado de una disposición legal que autorice 

la espera!~ de adquirirlo. 

en suma, es cualquier esperanza o pretensión de 

conSequir en adelante una cosa, si se proporciona la opor-

tunidad que se desea; se intentará conseguir una situación 

jurídica concreta, de acuerdo con la legislación vigente - 

en un momento dado, pues, el derecho está en potencia sin 

realizar una situación jurídica concreta, no formando par-

te integrante del petrwonio, a diferencia de los derechos 

adquiridos. 

Para ovecluir, los elementos de la expectativa -

de derecho son, esgde Andrés Nora Mojas, loe siguientes. 

•... a) El deseo de adquirir ue derecho, b) la posibilidad 

mis o menos oeroans o probable de conseguir un derecho, --

o) Le creencia de que se n'alioli un suceso que se preví o 
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(4) 
al hacerse efectiva detenainada eventualidad..." 

c) Los derechos adquiridos. 

A Autos los podemos definir COMDI "el derecho --

que por un acto jurídico perfecto, ha pesado e un determi-

nado patrimonio y se considera incorporado a él da manera 

que no puede ser separado sino por la voluntad de su titu-

lar o por disposición expresa de una ley de orden público". 

La naturaleza de un derecho adquirido debe defi-

nirse en función de la legislación u orden jurídico, al am 

paro del cual se creó o me configuró eme acto que concede 

beneficios, derechos o prestaciones a un particular. 

Andrés Serra Aojes define a loe derechos adquirí 

dos armo "aquellos que provienen del hecho del hambre o de 
(5) 

lee convenciones, por oposición a loe derechos naturales" 

(4) Cfr. Andrés Serra Aojas. Derecho Administrativo, Tomo 
I. p. 334, Librería Manuel lorrúa, •. A., 4e. edición. 

(S) cfr. Andric, Serra Rojas. Derecho Administrativo, Tomo 
I. p. 332, Librería Manuel Porrúa, S. A., 4a. Adición. 
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El Semanario Judicial de la Pederecián, señales-

"Loe derechos adquiridos son defendibles, cuando el acto - 

realizado introduce un bien, una facultad o un provecho al 

patrimonio de una persona, y el bocho efectuado no puede - 

afectarse ni por la voluntad de quienes intervinieron en 
(6) 

el acto, ni por disposición legal en contrario" 

In resumen, el particular al incorporársele un - 

derecho mediante un acto jurídico, no podrá serle separado 

de su patrimonio, sino por propia voluntad o mediante dis-

posición expresa de una ley de orden público, siempre y --

cuando lata cumpla con loe requisitos que para tal efecto 

sea meoemario, cumpliendo de esta forma con el principio - 

de seguridad jurídica. 

d) La coma juagada.- 

Pera tratar el teme debe tomarse en considera--

afán esta figura jurídica y el litigio/ le sentencie darl-

es al segundo. Masón por la amel debe saberse lo que es - 

(6) Sem. Judicial de la Federación, T. 71. p. 3496. 1975. 



sentencia, así pues, el tratadista Lic. Jorge Antonio Zep, 

da señala "La sentencia es un acto por virtud del _cual el 

juzgador, fundado en le autoridad que le concede la ley, 

resuelve un conflicto o controversia de índole jurídica, - 

mediante la verificación de la presencia de un fenómeno de 

hecho, la declaración de certidumbre del derecho, le duela 

ración de su aplicabilidad al caso concreto, la aplicación 

abona del derecho, la imposición de una carga o pena en el 

condenado, o la constitución de efectos jurídicos conai--- 

guientes a la conformidad de la situación planteada con el 
(7) 

derecho". 

Por su parte Josh Becerra Bautista, indica, "Me 

la resolución de un órgano jurisdiccional que dirime, clon 
(8) 

fuerza vinculative, una controversia entre partem'. 

Ahora bien, Rafael de Pina manifiesta, °le la x 

solución judicial que pone fin a un proceso o juicio ea -- 

(7) Cfr. Jorge Antonio Zepeda. El Laudo Arbitral. p. 111, -
Volumen I, Colección Bello/ la. Edición, 1963. 

(S) Cfr. José Becerra Bautista. El Proceso Civil en Básico. 
p. 169. Editorial Porrúa, 	A., 5a. Edición. 
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(9) 
en una instancia o en un recurso extraordinario". 

Mosotros la concebimos de la siguiente manera, a 

saber: Es la reeoluci6n de autoridad competente, para di-

rimir una controversia planteada ante ella, siempre bajo - 

la legalidad que la propia ley establece. 

Una vez establecido el concepto de sentencia, di 

be softalarse cuando queda firme, es decir, al no admitir 

ningún medio de impugnacifin, el cual pudiera hacer valer 

alguna de las partes del juicio, ésta debe sor declarada 

ejecutoriada por la autoridad, elevándose así a la catego-

ría de Cosa  Juagada. En otras palabras, la Cosa Juagada - 

es concebida por •1 jurista Eduardo Pallares de la manera 

siguiente: *La cosa juagada es la autoridad y la fuerza --

que la ley atribuye a la sentencia ejecutoriada. Entende-

mos par autoridad la necesidad jurídica de que lo tallado 

en las sentencias se considere como irrevocable • inmuta—

ble, ya en el juicio em que aquéllas se pronuncien, ya en 

(9) Ctr. latee' de Pina. Diccionario de Derecho, p. 334. -
Editorial Porrúa, S. A., 4a. edición. 
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otro diverso, la fuerza consiste en el poder coactivo que 

dimane dé-ia cosa Juagada, o sea, en que debe cumplirse lo 
(10) 

que ella ordena" 

Por su parte Rafael de Pina, dice, •La cosa jus-

gada ea la cuestión que ha sido resuelta en juicio contra- 

dietario por sentencia firmada de los tribunales de juati- 
(11) 

cia..." 

Como es natural, tratándose de una institución - 

tan importante como la Cosa Juzgada, y siguiendo la misma 

secuela, se han formulado infinidad de definiciones. 

Carnelutti dice: "La expresibn Cosa Juagada, de 

la que, por fuerza de la oostu#bre no cabe preavindir, --

tiene más de un significado. La res judicata, es en rea-

lidad, el litigio juzgado, o sea, el litigio después de - 

la sentencia/ pero mas exactamente, la sentencia dada so- 

(10) Cfr. iduardo Pallares. Diccionario de Derecho goce--
sal Civil. p. 190. editorial Porrúa, 8. A. 4a. Edici6n. 

(11) Cfr. Rafael de Pina. Diccionario de Derecho, Pág. --
157. Editorial Porrúa, 8. A., 4a. Edición. 
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bre el litigio, es decir, su decisión. En otras palabras, 

el acto y a la ves el efecto de decidir, que realiza el --

juez en torno al litigio. Si se descompone este concepto 

(en acto y efecto), el segundo de los lados que de él re—

sultan, o sea, el efecto de decidir, recibe también y esp. 

ciélments el nombre de Cosa Juagada, que por consiguiente, 

sirve para designar tanto la decisión en conjunto, como en 
(12) 

particular su eficacia". 

:fugo Rocco define la coma Juzgada como: "La cuas 

tión que ha constituido el objeto de un juicio lógico de - 

parte de lo■ tribunales, o sea, una cuestión sobre la cual 

ha intervenido un juicio que La resuelve mediante la apli- 

cación de la norma general al caso concreto, y justamente 
(13) 

porque ha constituido el Objeto de un juicio lógico". 

Por otro lado, em maestre sistema jurídico se dan 

diversas formes de la Cosa Juagada. LOS juristas modernos 

(12) Cfr. AmdrAs Serra Mojas. Derecho Administrativo, Tomo 
I. p. 2107, Librarla Manuel Perróa, O. A., 4a. Edición. 

(13) Cfr. Andrés Berra Rojas. Derecho Administrativo, Tomo 
I. p. 207, Libreria Manuel PorrGa, •, A.. 4*. Edición. 
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afirman que hay dos clases: Cosa Juzgada Formal y Cosa Sus 

gade material. La primera consiste en la fuerza y autori-

dad de la sentencia ejecutoria en el juicio en el cual se 

pronunció, pero no en juicio diverso. En cambio, le Cosa 

Juagada Material es más amplia en sus efectos, su eficacia 

trasciende a toda clase de juicios. La primera podrá ser 

destruida a través de los recursos extraordinarios que con 

cedm la ley en contra de las sentencias ejecutorias, o bien, 

como es sostenido por algunos autores, podrá ser destruida 

mediante un juicio autónomo que nulifique la sentencia ba-

se de la cosa Juzgada. Esta distinción es sumamente impor 

tante, y no debe ser olvidada, tanto desde el punto de vis 

te técnico, como el práctico. 

Se da el nombre de Cosa Juzgada Material porque 

además de Los efectos procesales que produce, tambi4n en--

gendra otros de naturaleza sustantiva o material. 

in el Distrito Federal, Los recursos extreordine 

ríos son, la apelación extraordinaria: lo com6n de Gatos - 

en nuestro derecho es que proceden contra las sentencias - 
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ejecutortas, las cuales no pueden impugnaree mediante los 

recursos ordinarios. 

Ahora bien, las sentencias que gozan de la auto-

ridad de la Cosa Juzgada son de conformidad con el Código 

de Procedimientos Civiles para el Distrito Lederal los se-

ñalados por el articulo 426. 

"ART. 426.- Hay Cosa Juagada cuando la sentencia 

causa e:ecutoria. Causan ejecutoria por ministerio de ley: 

1.- Las sentencias pronunciadas en juicio cuyo - 

interina 7.c pase de cinco mil pesos: 

II.- Las sentencias de segunda instancia; 

III.- Las que resuelven una queja: 

IV.- Lee que dirimen *resuelven una competencia 

Y. 

V. - Las demás que se declaran irrevocables por - 
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prevensión .esa de la Ley, asi como aquellas de las que 

se dispone que no haya mas recurso que el de remplonaabili- 
\ 

dad". 

De la transcripción del articulo 426 se deduce,-

no solo las sentencias definitivas pueden alcanzar la auto 

ridad de la Cosa Juzgada, sino también las interlocutorias, 

pero ésta unicamente tiene la Formal, y no la Material. 

En cuanto a la función social que deaempena la - 

Cosa Juzgada -planteamiento desarrollado en el primer tema-

varias razones se han dado para entender y explicar esta - 

necesidad social, de que las sentencias ejecutorias sean - 

firmes o irrevocables, pues sin la Cosa Juzgada, en nuez--

tros tribunales judiciales como.en los administrativos, se 

presentarla un caos de litigios. Imaginemos lo que sucede 

ría, si hubiese la posibilidad de promover un sinnúmero de 

juicios sobre controversias ya planteadas y resueltas por 

una sentencia ejecutoria. Loe litigantes aprowecharian es 

ta situación para nunca dar por concluido un litigio, vihs 

doce de esta manera la enorme importancia, una vez NIÑO, de 
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la seguridad jurídica en cuanto al principio de definitivi 

dad. 

Sobre este tema y a manare de ejemplo. hemos de 

referirnos a la improcedencia del juicio de amparo por ra-

a6n de Cosa Juzgadas estando contemplada esta eituacién en 
h 

el articulo 73, Fracción IV, de la Ley Reglamentaria de --

loe artículos 103 y 107 Constitucionales, que dice: 

"ART. 73. El juicio de amparo es improcedente: 

IV.- Contra leyes o actor que hayan sido materia 

di una ejecutoria en otro juicio de amparo, en los térmi—

nos de la fracción anterior". 

De lo anterior pusdaa verse dos situaciones como 

las presenta el autor R. Padilla, al decir: "e) La causal 

• estudio (articulo 73 tracciém tY), es en beneficio de le 

seguridad jurídica que de la Rse Jmdicate o Cosa Juagada,-

b) Causan ejecutoria por ministerio de ley, toda vez que - 

se trate de tribunales de última inetencie, las ejecuto--- 
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risa de la Corte y los Colegiados; las sentencias de loe - 

Juzgados de Distrito, mediante declaración (Apéndice 1975. 
(14) 

Tesis 131, Tercera Sala, Tesis 36, Materia General)* 

Para reafirmar lo transcrito, podemos decir, la 

Cosa Juzgada es un antecedente y como tal puede formar ju-

risprudencia cuando hay cinco sentencias de igual manera 

en relación al mismo punto litigioso. En este sentido y a 

manera de ejemplo, citaremos el criterio visible en el in-

forme rendido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en el año de 1967, Segunda Sala, página 155, que a la le—

tra dice: 

"COSA JUZGADA.- EN QUE CASOS LA INTEGRA 
UNA PARTE DE LA NOTIVACION DE LA SENTEN 
CIA.- La extensión ~lo decidido y la 
eficacia obligatoria del fallo se con--
tienen en los puntos resolutivos del --
mismo, a condición de que sean suficien 
temente precisos. Si el punto tesoluti 
yo es ambiguo o dudoso en sus alcances, 
debe recurrirse a 1.a parte conaiderati- 

(14) Cit. José R. Padilla. Sinopsis dar ~paso. u. 411. Cra 
donas, Editor y Distribuidor. 2a. Edict6n, 1978, 
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va de la sentencia, pero cuando tal pun 
to remite especificamente, de modo ex--
preso y concreto a un determinado párra 
fo de los considerandos, y este último 
ea suficientemente claro, como ocurre -
en la especie, no debe invdcarse, ade--
más de ese párrafo, ningún otro de los 
razonamientos que se aducen en la moti-
vación del fallo". 

Queja 58/67. Secretaría de Industria y 
Comercio, 4 de octubre de 1967. Unanimi 
dad de 5 votos. Ponente: José Rivera Pé 
rez Campos. Secretario: Jesús Toral Mo-
reno. 

Tesis relacionadas: 

Quejas 136/64. Miguel Navarrete Flores, 
y 165/64 Gonzhleg Zorrilla y Salqadk,, -
S. C. 27 de noviembre .le 1964 y 4 do fe 
brero de 1965, respectivamente". 

Para concluir, es menester señalar lo 4ue nos di 

ce el Código Fiscal de la Federación respecto a la Cosa --

Juagada, concretamente en su articulo 229: 

"ART. 229.- Las sentencias del Tribunal Fiscal - 

de la Pederac 6n es fundarán en derecho y examina:6n todos 

y cada uno de los puntos cemirovertidos de la resolución,-

la demanda y la contestación: en sus ~oh retwiolivos e)( 
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presar&n con claridad los actos o procedimientos cuya nuli 

dad se declare o cuya validez se reconozca. 

Causan estado las sentencias que no admitan re--

curso". 

Por último, en el artículo 222 del Código Fede--

ral de Procedimientos Civiles, también nos describe el ca-

so juzgadc. 

ART. 222.-- Las sentencias contendrán, además de 

los requisitos comunes a toda resolución judicial, una re-

lación suscinta de las cuestiones planteadas y de las prue 

baa rendidas, así como las consideraciones jurídicas apli-

cables, tanto leg.ies como doctrinarias, comprendiendo en 

ella los motivos para hacer o no condenación en costas, y 

terminarán resolviendo con toda ~elisión los puntos suje-

tos a la conaidelacIón del Tralunal y lijando, en su caso, 

el plagio dentro del cual daban eneplitse". 
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CAPITULO II 

EL DERECHO DE PETICION 

a) Su naturaleza jurídica, 
b) Concepto, 
c) Elementos del derecho de petición. 

La figura jurídica consistente en el Derecho de 

Petición se encuentra consagrada dentro de las garantías 

individuales en nuestra Constitución Política de los Esta 

dos Unidos Mexicanos. 

Pues bien, dentro de las garantías individuales, 

el derecho de petición se encuentra protegido por la paran 

tia de libertad. Las garantías de libertad tienen una se-

rie de características y entre lae más sobresalientes, es-

tán por ejemplo: 

1.- La libertad es algo tan grande, e importante 

para el se: humano, que no vabría en una detiniet6n. 

tl . 	 I 11 lid de volist it ue iones sc han coneret 
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do a enumerar las distintas libertades que garantizan. 

III.- Una idea general es, la libertad consiste 

en el derecho de loe individuo■ a elegir loe medios pera - 

alcanzar los fines que se propongan, siempre bajo un ámbi-

to legal. 

Una vez plenamente establecido dentro de cuál ga 

rantia constitucional se encuadra el derecho de petición - 

pasaremos a analizar el mismo, es decir, debemos iniciál--

mente definir el derecho y comprender el significado y al-

cance jurídico del concepto de petición. 

El derecho lo definimos como: "El conjunto de --

normes jurídica■ que regulan lir conducta humana". Esta ge 

finición la consideremos sustanciosa pare comprenderlo ose 

toda claridad. 

Una ves comprendida la definiciám, pasaremos a - 

involucrarlo con el de petición, pera lo cual nos auxilia-

remos del criterio de Rafael de Pina, quien lo haca de la 
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siguiente manera: 

"PETICIOE, DERECHO.- Reconocido por la 
Constitución a los ciudadanos, en virtud 
del cual éstos pueden dirigirse a las --
autoridades en demanda de algo que esti-
men justo y conveniente° ( 15) 

De estos conceptos el derecho de petición como - 

garantía individual, es la consecuencia de una exigencia - 

jurídica y social en un régimen de legalidad. Este dere--

cho de pedir, es por tanto, la potestad de todo individuo 

para acudir a las autoridades del Estado con el fin de que 

intervengan para hacer cumplir la ley, en su beneficio o - 

para conatreeir a su coobligado, con los compromisos con--

traídos válidamente. 

Esta potestad jurídica de petición, cuyo titular 

es el gobernado en general, toda persona física o moral, - 

me deriva como un derecho subjetivo público individual de 

(15) Cfr. Rafael de Pina, Diccionario de Derecho. p. 246 -
Editorial Portúa, 8. A., 4a. adición. 
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la garantía respectiva consagrada en el articulo So. de la 
(16) 

Ley Fundamental. 

Para tener una idea robustecida sobre el derecho 

de petici6n, nos permitimos transcribir algunos de los cri 

terios sostenidos por nuestros máximos tribunales, que si 

bien no resultan a simple vista congruentes, al menos dan 

una idea general sobre el tema, publicados en el Semanario 

Judicial de la Federación en el arlo de 1967, Segunda Sala, 

y dicen: 

"PETICION, DERECHO DE. - El pretexto de -
los trámites por seguir para dar contes-
tación a la solicitud formulada, no •s -
suficiente para excusar la conducta de -
la responsable, la que debe hacer valer 
eso 'al ()cursante pera no incurrir en la 
violación constitucional'. 

Amaro en revisión 7972/63. Velentin Su-
lin Fernández. 13 dm febrero de 1964. --
Unanimidad de votos. Ponente: Pedro utas-
t- itero Martínez. 

(16) Inisiée jurblacaments protegtdo, cono la potestad 
o ~orlo de la voluntad oonfortáo por sl ordena-
mityntu jurídico, y como el poder pera la satiafac 
ción de un interim reconcido, entre ()trae arene—
rae. 
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"Pruciotz, DERECHO DE.- Lo■ trámites ad-
ministrativos relacionados con la. peti-
ciones de los particulares para la alabo 
ración de dictámenes, deben conciliarse 
con la garantía consagrada en el articu-
lo flo., Constitucional; y ■i la autori--
dad recurrente no suministra ningún ele-
mento para estimar si el lapso de que --
dispuso para acatar dicha garantía indi-
vidual fue o no suficiente, debe concluir 
se que son ineficaces los agravios, lo -
que conduce a confirmar la sentencia re-
currida". 

Amparo en revisión 6603/63. José Bravo - 
Zamudio. 12 de febrero de 1964. 5 votos. 
Ponente: Felipe Tena Ramírez. 

"PETIC1ON, LA CONTESTACION DE LAS AUTOR! 
DADES DEBE SER CONGRUENTE CON LA.- Si la 
clausura de un establecimiento fue orde-
nada siete días antes de la fecha de pre 
sentación de solicitud de licencia y la 
misma se fundó en lo asentado en actas -
de visita sanitaria levantadas con ante-
rioridad; y si el quejoso, posteribrmen-
te, tomó en arrendamiento el estableci—
miento e hizo inversiomma para que fun—
cionase adecuadamente; así como que, en 
razón a esto, fué por lo que presentó su 
solicitud, resulta notoriamente incon---
gru•nte, y, por lo mismo, infundada la -
contestación que al respecto le di6 la -
propia autoridad que, fundando uu necia .' 
va en que -como se ha dicho- la newactbn 
ya estaba clausurad* por haberse encon—
trado trabajando clandestinamente y con-
traviniendo por este hecho ptunibtrionea 
especificas contenidas en el acta de ins 
pece•tón sanitaria, la propia contehla 
etbn no me rattrtó a los términos mismos 
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de la solicitud del interesado, violando 
con ello el principio de congruencia que 
al respecto consagra el articulo Bo., de 
la Constitución Federal, que no solamen-
te consiste en opme a toda petición del -
particular deba recaer un acuerdo por es 
crito dado en breve término por la auto-
ridad, sino también en que la contesta—
ción de ésta sea congruente con lo pedi-
do; principio que bien puede invocarse -
en el caso, no obstante que el agraviado 
no lo haya hecho valer en su demanda, de 
acuerdo, con lo prevenido por el artícu-
lo 79, párrafo primero, de la Ley de Am-
paro, ya que la relación de loa hechos y 
los conceptos de violación de la propia 
demanda permiten enmendar el error en la 
cita de la garantía constitucional viola 
da". 

Amparo en revisión 4859/63. Jesús orduño 
Encinas. 17 de febrero de 1964. unanimi-
dad de 4 votos. Ponente: José Rivera Pé-
rez campos. 

"DERECHO DE PETICION.- No cabe sobreseer 
con apoyo en los artículos 73 fracción - 
XV y 74 fracción III, de la Ley de Ampa-
ro, aduciendo la pretendida ramón de que 
el Tribunal de lo Contencioso Adminialra 
tivo del Distrito Federal está facultadíJ, 
en los términos del artículo 24 fiaeczón 
II, de la Ley que regula su funcionamien 
to, para conocer de los juicios que --
se sigan contra las autoridades del De,  
parlamento del D. F., cuando las mismas 
no den respuesta, dentro del plato de — 
quince días, a las promociones que ante 
ellas se presienten. En efecto, no es án 
dispensable interponer, previamente al -
juicio constitucional, demanda ante el -- 



citado órgano de justicia administrativa, 
cuando se reclama la violación directa -
del artículo So., de la Carta Magna, ye 
que la opción de recurrir al procedimien 
to ante dicho Tribunal no entraos la - -
obligación de hacerlo, pues sostener lo 
contrario equivale a limitar, restringir 
o disminuir la garantía individual que -
consagra el mencionado precepto, y a con 
dicionar la vigencia de tal garantía a -
lo que dispongan leyes secundarias, o a 
los trámites establecidos respecto de --
tribunales que, por su naturaleza, no --
son los expresa y directamente institui-
dos para examinar y decidir los proble--
mas referentes a la constitucionalidad -
de los actos de autoridadesTM. 

Amparo en revisión 578/75. Sucesión de - 
José Alvarado Soto. 13 de noviembre de -
1975. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Gómez Díaz. Secretaria: Soledad Hernhn--
dez de Mosqueda. 

Precedentes: 
Amparo en revisión 162/73. Cia. de Inver 
*iones Mercantiles e industriales, S. A. 
11 de mayo de 1973. Unanimidad de voces. 
Ponente: Juan hmer Días. Secretaria: So 
ledad Hernández de Mosqueds. 

Amparo en revisión 535/75. Ignacio Angu-
lo Soto. 16 de octubre de 1975. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Jesús Toral More-
no. Secretario: Isaías Corona Días. 

"PETICION DERECHO DE, PRUEBA DEL ACTO.--
Si la autoridad responsable negó el acto 
reclamado qee se hace consistir en le --
falta de rootestmeam a la petlelfin que 
afirma vi qua coso haba: formulado, co- - 

213. 
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rreaponde a éste probar la existencia del 
acto, para lo cual bastaba demostrar que 
formuló la petición respectiva, ya que -
no corresponde a éste probar la existen-
cia del acta, ya que no corresponde a la 
autoridad responsable justificar que en-
tregó el permiso sobre el que versa la -
petición, porque si negó los actos sin -
prueba en contrario, no estaba obligada 
a acreditar hecho alguno". 

Amparo en revisión RA-559/75. Tomás Alva 
rez Vázquez. 9 de octubre de 1976. Unani 
midad de votos. Ponente: Gilberto Liéva-
na Palma. Secretario: José de Jesús Ma—
nuel Mercadillo Escobedo. 

'DERECHO DE PETICION.- No se viola cuan-
do la contestación la haya producido un 
funcionario Inferior al titular, a quien, 
según el quejoso, compete decidir la so-
licitud, porque ea de notarse que ésta -
estuvo dirigida a diversos funcionarios 
de la Secretaria de Hacienda y Crédito - 
PWblico conjuntamente, en una sola promo 
ción. Luego entonces, no resulta irrequ 
lar que el proveído de trámite provenga 
del Último de los funcionarios a quien -
se listó finálmente cómo encargado de --
substanciar la solicitud, máxime si como 
en •1 caso la contestante forma una Rola 
autoridad can aquella ante quien se ocu-
rrió'. 

Amper° •n revisión 192/77. Pernando G. Co 
rondo. 28 de julio dm 1977. Unanimidad -
de votos. Ponente.: Juan Gémos D1d2, Seer.• 
tarea: María 3111110na Rall101111 de iternIhndtga. 
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a) Su naturaleza jurídica. 

El derecho de petición es, indudablemente, potes 

tativo en relación con el gobernado; todos gozamos de la - 

facultad que concede la Ley de ejercer este derecho, como 

ocurrir ante las autoridades para "exigir" de éstas algu 

na pretensión conveniente y justa. Esto es, todo goberna-

do puede pedir de las autoridades alguna pretensión, sin - 

importar el resultado de dicho pedimento (ya que es otra - 

materia y nos desviaríamos del tema), pero siempre le debe 

rá recaer a la petición una respuesta por parte de la auto 

ridad. 

La existencia de este derecho coso garantía irsdi 

vidual, concretamente la de libertad, ea la consecuencia - 

de una exigencia jurídica y social en un régimen de legali 

dad; sociológica e hiatoricamente el derecho de petición - 

se revela como la exclusión o negación de la llamada "vin-
(17) 

dicta privada", 	en cuyo régimen a cada cual le era po- 

(17) etr. Guillermo F. Margadant S., Derecho Romano. p. 308, 
Editorial Esfinge, ha. Edición. 
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•ible hacerse justicia por su propia mano. 

Cuando se estima, que la tolerancia al hecho de 

que cualquier persona al sentir vulnerados sus derechos, - 

pueda sin la intervención de autoridad alguna reclamar esa 

violación, exigiendo por su cuenta el respeto a su esfera 

jurídica y el cumplimiento de los compromisos u otligacio-

nes contraídas a su favor, significaría ello el principio 

del caos y desorden social. Al respecto el poder público 

se invistió con la facultad de ser quien garantizara el or 

den jurídico, manifestado en actos de autoridad, y con el 

auxilio de la fuerza pública, en casos necesarios, hará --

efectivo el imperio del derecho. 

51 régimen de venganza privada fue dejando paso 

el de autoridad en la solución de los conflictos y contien 

das surgidos entre los miembros de la sociedad humana. - 

Por ello cuando el individuo vela afectados sus derechos - 

por cualquier cause, ya no ojercia directamente repreaa---

lie* contra aquél o aquéllo. a quienes consideraba como --

autores del menoscabo, sino ocurría ante las autur►dsdes - 
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miembros del gobierno de su sociedad, y por conducto de 

ellas se resolviera el conflicto surgido. 

Fue así como el individuo tuvo potestad de ocu--

rrir ante la autoridad quien en ejercicio del poder sobera 

no social, Obligara al incumplidor a realizar un beneficio 

del ocursante, las prestaciones omitidas o violadas, o a - 

reparar el daño producido y purgar una pena, respectiva Men 

te. Esa mera potestad de solicitar la actuación autorita-

ria, en poco se convirtió en una terminante prohibición pa 

ra el ofendido en general, en el sentido de que no debla - 

hacerse justicia por su propia mano, tal como lo establece 

el articulo 17 de nuestra Carta Magna, que a la letra dice: 

"AsT. 17.- Nadie puede ser aprisionado -
por deudas de carácter puramente civil.-
Ninguna persona podrá hacerse justicia -
por al misma, ni ejercer violencia para 
reclamar su derecho. Los tribunales es 
tarán expeditos pera administrar justi—
cia en los plazos y tirminos que fije la 
ley; su servicio será gratuito. quedando 
en consecuencia, prohibidas las costas - 
judiciales". 

este articulo tiene el correlativo derecho de pa 
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dir o solicitar la actuación de los &genios del Estado. 

De lo expuesto se entiende, el derecho de peti--

ci6n tiene su origen intrineeco en el Derecho natural, el 

hombre tiene la facultad de exigir a la autoridad, alguna 

pretensión que considera justa o conveniente, pues si re—

cordáramos; el Derecho Natural es el conjunto de normas --

que el hombre deduce de la intimidad de su propia concien- 

cia y que estima como expresión de la justicia, en un so-- 
(18) 

mento histórico determinado. 

El Derecho Natural es un postulado necesario de 

la ciencia jurídica, como los primeros principios de la re 

eón lo son del conocimiento en general, sin él, mo es post 

bis valorizar ninguna institución juridica, y la fueras de 

todas ellas, Lo mismo de la ley, los contratos, los saos.-

le doctrina y le jurisprudencia, descansan en última ins—

tancia, en la institución inmediata de la justicia. • és-

ta deber& recurrir el Tribunal Supremo que pronuncie la 01 

time decisión. 

(10) Ctr. Rafael de Pina Diccionario de Derecho, p. 101. 
Editorial Potre', I; A., 4e. Edición. 
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b) Concepto. 

El derecho de Petición muté consagrado en el ar-

ticulo 80., Constitucional, el cual establece: 

"ART. 8°.- Los funcionarios y empleados 
públicos respetarán el ejercicio del de 
recho de petición, siempre que éste se 
formule por escrito, de manera pacifica 
y respetuosa; pero en batería política 
sólo podrán hacer uso de ese derecho -
los ciudadanos de la Repüblica. A toda 
petición deberá recaer un acuerdo escri 
to de la autoridad, a quien se haya di-
rigido, la cual tiene la obligación de 
hacerlo conocer en breve término al pe-
ticionario". 

A este derecho lo podemos definir como la potes-

tad de todo gobernado de ocurrir a cualquier autoridad, --

formulando una solicitud o instancia escrita de cualquier 

/Mole, lo cual adopta especificamente, el carácter de slip 

pla petición administrativa, acción, recurso, etc. 

Por otra parte, Rafael dm Pina define el Derecho 

de Potici6n de la siguiente manara: 
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'Derecho reconocido por la Constitución 
a loa ciudadanos, en virtud del cual 42 
tos pueden dirigirme a las autoridades 
en demanda de algo que estimen justo y 
conveniente". (19) 

En suma, el Derecho de Petición es el escrito me 

diente el cual se pide, jurídicamente, una cosa. 

c) Elementos del Derecho de Petición. 

El derecho de petición, su objeto primordial no 

ee sólo garantizar el derecho del gobernado a efectuar pe 

ticiones o solicitudes ante las autoridades, sino tambiin, 

la autoridad se encuentre fundementílmeate vinculada al - 

emitir un acuerdo escrito *obre la petición realizada por 

el gobernado. 

Ahora bien, podemos percatarnos da que siempre - 

existirá una vinculaciós entre •l particular con la mutari 

dad al ejercer el primero ou derecho de petición ante el - 

segundo, y al oonocer el contenido del artículo So., Dome- 

(19l eh. Rafael de Pina. Diccionario de Derecho. p. 297; 
adstorial Onrrua, 	A.. 411. idición. 
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titucional, podemos detectar sus elementos, a saber: 

a) Deberá formularse siempre por escrito. 

b) De genera pacifica y respetuosa. 

c) En materia politica, sólo podrán hacer uso 

de este derecho loa ciudadanos de la Repdbli- 

ca; 

d) A toda petición le deberá recaer siempre un - 

acuerdo escrito por parte de la autoridad an-

te quien se hizo valer este derecho, y, 

e) La autoridad deberá hacer del conocimiento del 

particular el acuerdo escrito en breve tíirmi-

no. 

a) MIMA FORMULARSE POI INSCRITO.- Pa: poder - 

ejercer el derecho de petición, el particular debe hacerlo 

por escrito como lo establece el articulo 80., Conatituclo 

nal. Cuando le autoridad no dicte un acuerdo a la peti—

ción, el particular debe probar el eiereicio de eme dere-

cho, por ello será necesario que ~tuba el eiviito a tra—

vés del cuál lo hizo valet, y est estar en posknilidad de 
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efectuar aquellos actos jurídicos que juzgue pertinentes y 

no quedarse imposibilitado de realizarlos. 

b) ~ERA FORMULARSE EL ESCRITO DE KAMERA PACIFI 

CA Y RESPETUOSA.- Siempre deberá contener la petición un - 

lenguaje en el que el particular no agreda a la autoridad 

y sin utilizar palabras impropias. 

c) SOLO PODRAN HACER USO DE ESTE DERECHO EN MATE 

RIA POLITICA LOS CIUDADANOS DE LA REPUBLICA.- El mismo ar-

tículo 0o., Constitucional, limita el derecho de petición 

en los siguientes términos: "... sólo pueden elercitarlo - 

en materia politica, los ciudadanos de la República..." O 

sea, quienes conforme a los articulo. 30, 34, 35 tracción 

V de la Ley Fundamental, ttenen.el carácter de tales. 	En 

vista de esta limitación constitucional, todo extranjero o 

mexicano no ciudadano que eleve a cualquier autoridad una 

solicitud ds índole politica, debe ser desatendido sin es-

perar que a su instancia recaiga un acuerdo escrito en los 

términos del segundo párrafo del numeral que se comenta. 
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d) A TODA PETICION LE DEBERA RECAER SIEMPRE UN - 

ACUERDO ESCRITO POR PARTE DE LA AUTORIDAD.- La autoridad - 

tiene la obligación de dictar un acuerdo escrito a la soli 

citud del gobernado, dicho acuerdo no es sino el parecer - 

del órgano estatal, sobre la petición formulada, sin impli 

car que necesariamente deba resolver de conformidad con --

los términos de la solicitud, circunstancia afirmada por 

la jurisprudencia de la suprema Corte. Por ende, 9na auto 

ridad cumple con la obligación que le impone el mencionado 

precepto de la Ley fundamental, al dictar un acuerdo. ex--

presando por escrito respecto de la solicitud formulada, 

independientemente del sentido y términos en que esté con-

cebido. claro está, en un régimen de derecho como el nues 

tro, toda resolución de autoridad debe estar pronunciada - 

contonee a la ley, y plincipileents, de acuerdo con la Con& 

titución, por ello si la petición está fundada legal y - 

coomtitucionfilmente, debe ser vonteatada en cuanto a su --

contenido. No obstante, cuando el acuerdo a la ~lean, - 

sea notoriamente ileqai o no este tundado en la misma ley, 

la atilotildd im) yttlie el attivulo So., cmialitue$01141, 

pues este oxiqe stsplemente que exista une remoillvtíM. 
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no habla de que sea dictada conforme a derecho, o no, te--

ni•ndo el perjudicado a salvo sus derechos de impugnarla 

coso corresponda. 

De lo anterior se colige, esta garantía no pre--

juega sobre el sentido favorable o desfavorable del acuer-

do a la petición, sino unicamente establece, la autoridad 

deberá emitir un acuerdo escrito respecto del mismo y dar-

lo a conocer al solicitante. Así lo ha establecido en di-

ferentes jurisprudencias la H. Suprema Corte de Justicia - 

de la Nación, en las siguientes tesis: 

"PHTICIOU, DZIMCMD DE. - Las garantías del 
artículo 80., Constitucional, tienden a -
asegurar un proveído sobre lo que se pide 
y no a que se revuelven las peticiones en 
determinado sentido". 

Quinta Epoca: 
Tomo VII, Pág. 540. Cervantes Zamora Znedl 
se. 
Tomo VII, Pág. 819. Balas, Mariano. 
Tomo VII, Pág. 1059. Alva, José. 
Tomo VII, Pág. 1535. Z•p•do, Prencleeo. 
Tamo VII, Pág. 1535. Cía. Ganadera • In- 
dustrial d• Gruilidora, S. A. 

Apéndice de jurisprudencia de 1917 • 1965, 
del Semenatio Judicial de la Federación, 
Tercena Parte, segunda Bala, pág. 224. 
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"PETICION, DERECHO DE. A LA AUTORIDAD CO-
RRESPONDE LA PRUEBA DE QUE DICTO LA RESO-
LUCION A LO SOLICITADO Y LA DIO A CONOCER 
AL PETICIONARIO.- La sola negativa de los 
actos reclamados por la autoridad respon-
sable, tratándose de la violación al artí 
culo 80., Constitucional, fundada en que 
di6 respuesta a la solicitud formulada --
por el quejoso, no es bastante para tener 
los por no ciertos, en virtud de que, dada 
la naturaleza propia de los actos reclama 
dos, habiendo reconocido que se le formu-
ló una solicitud por escrito, le corres--
ponde a la propia autoridad demostrar el 
hecho positivo de que sl hubo la contesta 
ojón respectiva, exhibiendo la resolución 
recaída a la petición y la constancia de 
que se hizo del conocimiento del peticio-
nario, sin que sea admisible arrojar so--
bre éste la carga de un hecho negativo, -
como lo es el de que no hubo tal contesta 
ción". 

Amparo en revisión 2082/68. Héctor Sán—
chez Labastida. 4 de julio de 1968. 5 vo-
tos. Ponente:Jorge inárritu. 

Precedentes 
Volumen CXXXII, Tercera Parte. Pág. 69. 
~se: 
Volumen XXIV, Tercera Parte, Pág.  27 
Volumen XXIX, Tercera Parte, Pág. )8 
Volumen XXXV, Tercera Parte, Pág. 21 
Volumen LXXXV, Tercera Parte, Pág. )2. 

Semanario Judicial de La Pede/ación. Sex-
ta Xpoca, Volumen CXXXIII, Tercera Parte, 
julio de 196H. Segunda Sala, Pág. 117. 

" PICT IC1 oN DLRECiin DE. 1.41 014111,1 	II (*U DE, 
UNA PICT 1 e Io94 Nt► itf.1.11V/4 LAR LA 4444i MAC IoN 
üL 00 TESTARLA 	In que lusa t t hola t es ad- 
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ministratiV0g, relacionados con la■ peti 
ciones de los particulares, sean de orden 
público y requieran de la obligación que 
tienen de contestar dichas nolicitudes, - 
aunque sea simplemente para indicarles -
que su instancia habrá de someterse a un 
cuidadoso estudio". 

Amparo en revisión 5789/65. Federico Gar-
cía Pulido. 17 de mareo de 1966. 5 votos. 
Ponente: Jorge IfiSrritu. 

Semanario Judicial de la Federación, Sex-
ta Epoca. Volumen CV. Tercera Parte, !tar-
so de 1966. Segunda Sala, Pág. 55. 

"PETICION, DERECHO DE.- La garantía que -
otorga el articulo Bo., Constitucional no 
consiste en que las peticiones se trami—
ten y resuelvan sin las formalidades y re 
quisito■ que establecen las leyes relati-
vas; pero ■i impone a las autoridades la 
obligación de dictar a toda petición he--
cha por escrito, esté bien o mal fundada, 
un acuerdo también por escrito, que debe 
hacerse saber en breve término al peticio 
natio". 

Jurisprudencii 1917-1965 Tercera Parte. - 
Pág. 228. 

len suma, es un derecho fundamental del ciudadano 

el que la autoridad emita un acuerdo •stxito •n contesta—

ción a las peticionas planteadas, derecho reconocido por - 

muestra Carta Magna. 
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e) LA AUTORIDAD DEBERA HACER CONOCER AL PARTICU-

LAR EL ACUERDO ESCRITO EN BREVE TERMINO.- Por un principio 

de seguridad jurídica y para evitar un estado de incerti--

duribre por parte del peticionario, el acuerdo deberá ser - 

comunicado en breve término. 

Esta idea de breve término que emplea el artícu-

lo So., Constitucional no se determina, sin embargo la Su-

prema Corte de Justicia de la Nación, ha estimado lo si---

guiente: 

"PETICION, DERECHO DE.- La tesis jurispru 
dencial número 767 del apéndice de 1965 -
al Semanario Judicial de la Federación. -
~esa: "Atento lo dispuesto en el arti-
culo So., de la Constitución, que ordena 
que a toda petición debe recaer el acuer-
do respectivo, es indudable que si paeau 
más de cuatro meses desde que una persona 
presente un ocurso y ningún acuerdo recae 
a él, se viola la garantía que consagra -
el citado articulo constitucional'. "Di. 
los términos de esta (sitio no ee &repten- 
de que deban pasea mide de cuatro meses 
sin contestación • una petición, paz a que 
se considera transgredido el artículo 140., 
de la 	 t u 	Federal, y sobre la eL 
etervencia del derecho de petición debe elp 
Larme etamoe a loa térsitNom en que /oil S 
coneetht do e l r epa t a do pi crepe o" , 
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Amparo en revisión 1377/65. José Ruin Gó-
mez. 11 de junio de 1965. 5 votos. Volu--
men XCVI, Tercera Parte, pág. 62. 

Amparo en revisión 7286/64. Angel Carreño 
Luna. 11 de junio de 1965. Unanimidad de 
5 votos. Volumen XCVI, Tercera Parte, Pág. 
62. 

Amparo en revisión 1729/15. Antonio Aqui-
lar Reyes. 25 de junio de 1965. 5 votos.-
Volumen XCVI, Tercera Parte, Pág. 62. 

Amparo en revisión 3686/65. Gabriel Grana 
dos Cabello. 28 de octubre de 1965. Unani 
midad de 4 votos. Volumen G. Tercera Par-
te, pág. 36. 

Amparo en revisión 7536/64. Ricardo Mene-
ses López. 8 de enero de 1965. Unanimidad 
de 4 votos. Volumen CII, Tercera Parte, -
Pág. 26. 

Semanario Judicial de la Federación, Sex-
ta Epoca, Volumen CII, Tercera Parte, Di- 
ciembre de 1965. Segunda Sala. Pág. 55. 

Ahora bien, ese lapso no debe entenderse como in 

varitible, ea decir, aplicable a todo caso, pues la mima - 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha oonsideredo el - 

`breve tármino" • que se refiere dicho numeral, debe ser: 

"PETICI00, DIERICUO DE. COMCIIPTO EN MRIVE 
TERMINO.- Le expresión "breve ~mino" e 
Que se refiere el articulo Go., Ousatitu 
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cional, ea aquél en que racionálmente --
puede estudiarse una petición y acordar-
seTM. 

Aparo en revisión .2907/67. Federación - 
Regional de Sociedades Cooperativas de - 
la Industria Pesquera "Baja California", 
S.C.L., y Coags. 27 de septiembre de - -
1967. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Pe 
dro Guerrero Martínez. 

Precedentes: 

Volumen XXII, Tercera Parte, Pág. 72. 
Volumen CVI, Tercera Parte, Pág. 74. ( 2 
asuntos ). 

Semanario Judicial de la Federación. Seas: 
ta Epoca. Volumen CXXIII. Tercera Parte. 
Septiembre de 1967. Segunda Sala, Pág. -
39. 

En el siguiente apartado se hará referencia con 

toda claridad a lo que debe entenderse por "breve término", 

exponiendo nue Iras razones y fundamentos de ley. 
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FUNDAMENTO LEGAL 

a) La garantía de legalidad, 
b) La garantía de audiencia, 
c) Forma de hacer valer el derecho de 

petición. 
d) Autoridades ante las que se hace -

valer el derecho de petición, 
e) Términos para contestar y sus con-

secuencias jurídicas. 

Como se dejó apuntado en el segundo tema del pre 

sente capitulo y no con el afán de caer en múltiples repe-

ticiones, sino por considerar que es importante conocer y 

no olvidar el contenido del artículo Be., Constitucional, 

nos referiremos nuevamente a su contenido y nos dice: 

"ART. a0.- Los funcionarios y empleados 
públicos resplitarán el ejercicio del de 
techo de petición, siempre que éste se 
formule por escrito, de manera pacífica 
y respetuosa; pero en materia política, 
sólo podrán hacer uso de ese derecho — 
los ciudadanos de la República". 

"A timria petición deberá recaer un acuer-
de escrito de la autoridad a quien se • 
haya dirigido, la cual tiene obligación 
de heverlo conocer en breve iba-mino al 
pet lutona: 0" . 
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Hemos de concluir asi, el articulo en cita ea el 

fundamento legal del derecho de petición. 

a) La garantía de legalidad. 

Para iniciar el tema es necesario hacer un pre&m 

bulo adore el particular. Nos referiremos principálmente 

al concepto de legalidad, analizando brevemente el artícu-

lo 16 Constitucional; enfocaremos el estudio a la parte fi 

nal de este precepto para referirnos a lo más importante - 

de nuestra tesis, la materia fiscal. 

Para abordar el presente tema es conveniente se-

halar en términos generales el concepto de "garantís". 

Así pues, la palabra "garantís* proviene (según 

Ignacio Nurgoe) de Marranfy o Werantie, que significa la - 

ficción de asegurar, proteger. defender o seivaquardat, te-

niendo así un significado muy amplío. Es decir, qatantle 

puede equivaler e protección, respaldo, aseguramiento. de 



47.- 

(20) 
Tensa o apoyo". 

Nosotros la concebimos desde el punto de vista - 

de la ley fundamental, coso el derecho del gobernado fren-

te al poder público. 

Una ves definido el concepto de garantía, pasare 

mos atratar el tema que nos ocupa. 

La garantía que mayor protección imparte al go--

bernado lentr3 de nuestro orden jurídico constitucional. 

es sin duda alguna, la de legalidad consagrada en el arti-

culo 16 de la Constitución Política de loa Estados Unidos 

Mexicanos, que dice: 

"ART. 16.- Nadie puede ser molestado en 
su persona, tantita, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de manda-- 
• iento escrito de la autoridad roompeten 
te, que funde y motive la causa legal -
del procedimiento. No podrá librarse -
ninguna orden de aprehensión o,  deten—
ción a no ser por la autoridad judicial. 

(20) Cfr. Ignacio nurgoa. Las Garantías Individuales. P• 
159. Zditorisl Porrúa, 5. A., 4a. Edición. 
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sin que preceda denuncia, acusación o -
querella de un hecho determinado que la 
ley castigue con pena corporal, y sin -
que estén apoyadas aquéllas por declara 
ción, balo protesta, de persona digna -
de fe o por otros datos que hagan proba 
ble la responsabilidad del inculpado, -
hecha excepción de loa casos de flagran 
te delito, en que cualquier persona pue 
de aprehender al delincuente y a sus --
cómplices, poniéndolos, sin demora, a -
1a disposición de la autoridad inmedia-
ta. Solamente en casos urgentes, cuan-
do no haya en el lugar ninguna autori—
dad judicial y tratándose de delitos --
que se persiguen de oficio. podrá la --
autoridad administrativa, bajo su más -
estrecha responsabilidad, decretar la -
detención de un acusado, poniéndolo in-
mediatamente a disposición de la autora 
dad 	En toda orden de cateo.- 
que sólo la autoridad judicial podrá es 
pedir, y que será eocrita, se expresará 
el lugar que ha de inspeccionarme. la -
persona o personas que hayan de aprehen 
derse y los objetos que se buscan, a lo 
que unicamente debe limitarse la dili—
gencia, levantándose, al concluirla, un 
acta circunatanciada, ea presencia de -
dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar cateado, o en su ausencia o -
negativa, por la autoridad que practi-
que la diligencia. La autoridad edad--
nistrativa podrá practicar visitas domi 
ciliarias unicamente para cerciorarse -
de que se han cumplido Loe reglamentos 
sanitario* y de policía, y exigir le ez 
híbición de los libros y papeles indis- 
pensables, para ~probar que se han --
acatado las disposiciones fiscales, su-
jetándose, en listos casos, a las leyes 
respectivas y a las formalidades pres—
crita» para los cateas°. 
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Ahora bien, pasaremos a hacer un breve análisis 

de su contenido: 

"... Radie puede ser molestado en su persona, - 

familia, domicil4o, papeles o posesiones, sino en virtud 

de mandamiento escrito de la autoridad competente, que --

funde y motive la causa legal del procedimiento..." 

La per-r e inicial del primer párrafo del menciona 
(21) 

do artículo encierra una garantía de seguridad jurídica, 

al establecer: la autoridad debe justificar su actuación y, 

además, razonar su proceder cuando en el ejercicio de sus 

atribuciones afecta a álguien. 

En efecto, toda autoridad, al expedir una resolu 

ción con lesión o en perjuicio de un particular, deberá --

justificarla, citando las disposiciones legales en que - - 

apoye su proceder, y ademán deberá estar razonada, exponien 

do los motivos de la oliese. Al respecto, la Supresor Corte 

de Justicia de la *mitin, ha emitido las siguientes ejecu- 

t01 1-115 

(21) Cuesti6n comentada amplimmeute en nuestro primer cepl 
tulo. 



"MOTIVACION, GARANTIA DE. CONCEPTO.- La 
Motivación exigida por el articulo 16 -
Constitucional consiste en el razona--
miento contenido en el texto mismo del 
acto autoritario de molestia, según el 
cual quien lo emitió llegó a la conclu-
sión de que el acto concreto al cual se 
dirige se ajusta exactamente a las pre-
venciones de determinados preceptos le- 
gales. Es decir, motivar un acto es ex 
ternar las consideraciones relativas a 
las circunstancias de hecho que se for-
muló la autoridad para establecer la --
adecuación del caso concreto a la hipó-
tesis legal". 

Amparo en revisión 9682/64. Cayetano G6 
mez Olmos y Coaga. 16 de noviembre le -
1967. 5 votos. Ponent: Pedro GuerrerG 
Martínez. 
volumen LXXV1, Tercera Parte, Pág. 44. 
Volumen CXVII, Tercera Parte, Pág. 74. 
Semanario Judicial de la Federación, -
Sexta Epoca. Volumen CUDit-, Tercera Par 
te, noviembre de 1967. Segunda Sala. -
pág. 2R. 

"FUNDAMENTACIDN Y .90TIVACION.- De actiet 
do con el artículo 16 de la constitu-
ción Federal.. todo acto de autoridad de-
be minar adecuada y muficientemente tun 
dado y motivado, entendiándose por lo 
primero que hm de expresarse con pide' 
sióu ol precepto legal aplicable al caso 
y, por lo segundo, que tambián debe me-
flalarre, con prectatón las vircunetau 
cías espectales, razones particularea u 
causas inmediatas que se hoyan tenido 
en vonatder at e  I (MI par a la 0111 	6111 de 1 
t u; u & entlo neerfaiarto, ademári, gddu «.X 
t a adecuaci6n entre los metivom aduct 
dos í lari normas aplioehles, ea decit, 
que MI el ca rel) eones el o se v011 t 

!ah 1.1poloaars not Wal i Vila« 

50.- 
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las hipótesis normativas". 

Amparo en revisión 3713/69. Elías Cha--
hin. Fallado el 20 de febrero de 1970.-
Unanimidad de 5 votos. Ponente: Mtro. -
Pedro Guerrero Mártines. Srio: Lic. Juan 
Días Romero. 

Precedente: 
Amparo en revisión 8280/67. Augusto Va-
llejo Olivo. Fallado el 24 de junio de 
1968. Unanimidad de 5 votos. Ponente: -
Ntro. José Rivera Pérez Campos. Srio: 
Lic. José Tenis Ramírez. 

Informe 1970. Segunda Sala, Pág. 100. 

"FUNDAMENTACION V MOTIVACION, GARANTIA 
DE,- El requisito de fundamentación y -
motivación exigido por el artículo 16 -
Constitucional, al tener el rango de --
una garantía individual, implica una --
obligación para las autoridades, de cual 
quier categoría que éstas sean, de ac--
tuar siempre con apego a las leyes y a 
la propia Constitución, de manera que -
sus actos no aparezcan emitidos arbitra 
riamente". 

Amparo en revisión 5141/66. Sara Ruiz - 
Obregón. 5 de octubre de 1967. 5 votos. 
Ponente: Pedro Guerrero Martínez. 

"FUMOAMITACION Y MOTIVACION.- GARANTIA 
DE.- No basta para estimar ajustada a -
derecho una resolución de la autoridad, 
que theta se encuentre facultada por la 
ley pera dictatla, ni aún en el supues-
to de que se trate de una facultad die-
cresinnel, eino que no Indispensable -
que tal reeolurfón se halle logálmente 
fundada y motivada, en neafaminnto Al - 
mal I rulo 16 consi ti Ile t 041d , 	osando 
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los razonamientos mediante los cuales -
llegó a la conclusión de si existe ra—
zón legal o no, para acceder a la soli-
citud que le fue presentada y por otra 
parte, apoyarla en los preceptos lega--
les que hubiera estimado aplicables al 
efecto". 

Amparo en revisión 4485/64. Puente de - 
Reynosa, S. A. 2 de mayo de 1968. Unani 
midad de 4 votos. Ponente: Jorge Iflarri 
tu. 

Por otra parte, en el artículo 228, inciso b), 

del Código Fiscal de la Federación, se estaLlece, es causa 

de anulación de una resolución o de un procedimiento adm - 

niatrativc el incurrir en omisión o incumplimiento de las 

formalidades que legálmente deba revestir la resolución o 

procedimiento impugnado. En la interpretación de este in-

ciso, el U. Tribunal Fiscal de la Federación ha sostenido. 

a través de su Segunda y la ya desaparecida Séptima Sala,-

lo siguiente: 

La cirounstencia de que no se cite 
la disposición legal que sirve de *poyo 
a una rewttl►tcibn fiscal, no puede esti-
marme que de la indefenso al cimiente, - 
tanto más al en le propia instancia ex- 
pi-  usa arqUOMIII u Iffilftloinand() en cuanto al 
tut►t10 le procedencia o improcedencia de 
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tal resolución...'(22) 

•... Según tesis sustentadas por la S.-
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
esta circunstancia no constituye una --
omisión de carácter formal, sino de fon 
do, por lo que el Tribunal Fiscal de la 
Federación en el juicio que se entable 
(contra las resoluciones, debe concretar 
se a nulificar por ilegal, el acto admi 
nistrativo, y no seftalar, como efecto -
de sentencia, el que se dicte una nueva 
resolución"(23) 

%a Segunda Sala del Tribunal Fiscal de la Federa 

ción sostiene, la circunstancia de no citar la disposición 

legal que sirve de apoyo a una resolución fiscal, no se --

puede estimar que deja indefenso al causante, tanto más si 

en la propia instancia ti rtaa argumt.itos en cuanto al fon 

do, es decir, si el causant- expresa como causal de nuli--

dad que la resolución no está fundada ni motivada, pero en 

seguida entra al fondo del asunto, exponiendo las ramones 

de la autoridad para haber expedido la resolución y las --

disposiciones en que se apoya, pero omitió (consignar en el 

(22) Juicio S72/4b. Tribunal Fiscal de la Federación. Cia, 
heille~ do Sedas "111 Pintar. S, A." 

(23) Juicio 121//44, Piomovido por Compartía Unida de Ven—
tas, S, A. 
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documento, entonces no hay motivo para decretar la nulidad 

de la resolución, pues se considera que el interesado ha - 

suplido las deficiencias de la misma. 

En cambio, para la Séptima Sala del Tribunal Fi§ 

cal, fregón tesis sustentada por la Suprema Corte de justi-

cia de la Nación, esta circunstancia no constituye una omi 

sión de carácter formal, sino de fondo, por ello el Tribu-

nal Fiscal de la Federación en el juicio que entable con—

tra tales resoluciones, debe concretarse a nulificar por - 

ilegal, el acto adminietrativo, y no señalar como efectos 

de la sentencia el que se dicte una nueva resolución que - 

no está fundada ni motivada, el causante puede alegar esa 

causal de nulidad y no agregar nada en cuanto al fondo pa-

ra no subsanar la deficiencia de La autoridad, porque en—

tonces me podría aplicar la tesis de la Segunda Sala del - 

Tribunal Fiscal de la rederación. 

Sin embargo, sobre el perticular el Código Pis-- 

ami de le Federación, en su articulo 194 nos dice, la de--

menda de nulidad pudrh ampliares en los siguientes canoa: 
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"a) Cuando se demanda una negativa ficta y, 

b) Cuando el actor no montea loa fundamentos - 

de la resolución impugnada, sino hasta que - 

la demanda esté contestada'. 

En otras palabras, cuando un causante alega que 

la resolución impugnada adolece de la debida fundamenta---

cita y motivación, la autoridad responsable al contestar - 

la demanda pueda dar a conocer las razones que tuvo para - 

emitirla, asl como las disposiciones legabas en que apoya 

su razonamiento. y en este caso el actor tiene un plazo de 

15 días, a partir de la notificación de la contestación a 

su demanda, para ampliar la mimas, refiriéndose ahora a 

los motivos y disposiciones que la autoridad ha esgrimido 

en la contestacihn y que omitió al empedix su resolución. 

"ART. 16.- ... La autoridad administrati-
va podrá practicai visitas domiciliarias 
unicamente para cerciorarse de que se han 
cumplido los reglamentos amnitarioh y de 
Policia; y exiqir la exhibición da libros 
y papeles indispensables para comprobar 
que se han acatado las disposiciones fi. 
calco, suielindose, en estos caso. a las 
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leyes respectivas y a las formalidades -
prescritas para los cateo...." 

En relación con la garantía de seguridad jurídi-

ca antes citada, debemos remitirnos a la parte final del - 

primer párrafo del mismo articulo 16, que establece: 

"... En toda orden de cateo, que sólo la 
autoridad judicial podrá expedir y que -
será escrita, se expresará el lugar que 
ha de inspeccionarse, la persona o perso 
nas que hayan de aprehenderme y los obje 
tos que se buscan, a lo que unicamente -
debe limitarse la diligencia, levantándo 
se al concluirla, una acta circunstancia 
da, en presencia de dos testigos puopues 
tos por el ocupante del lugar cateado, u; 
en su ausencia o negativa, por la autori 
dad que practique la diligencia..." 

AsiMiSiMol el artículo 04 del Código Fiscal de la 

Pederaci6n, se refiere a lo anterior al decir: 

"ART. $4.- Visitas Domiciliarias". 

'Las visitas domiciliarias, pera compro 
bar que se han acatado las disposiciones 
fiscales, se muietarán a lo siguiente: 

1. 	.1110 se pr bel arar &o pot mentiam 1 out o 
eillt71 I 1 u Itio aut os adiad f iaca! vompoPI vil/ • 
que4 l'aplomará: 
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a) El nombre de la persona que debe reci 
bir la visita y el lugar donde ésta debe 
llevarse a cabo. Cuando se ignore el nom 
bre de la persona que deba ser visitada, 
se señalarán datos suficientes que permi 
tan su identificacién;b) El nombre de --
las personas que practicarán la diligen-
cia, las cuales, podrán ser substituidas 
por la autoridad que expidió la orden, y 
en este caso se comunicará por escrito -
al visitado el nombre de los substitutos; 
c) Los impuestos o derechos de cuya ven 
ficación se trate y, en su caso, los - -
ejercicios a lo■ que deberá limitarse la 
visita. Esta podrá ser de carácter gene 
ral para verificar el cumplimiento de --
las disposiciones fiscales durante cier-
to tiempo, o concretarse unicamente a de 
terminados aspectos; 

II.- Al iniciarse la visita se entregará 
la orden al visitado o a su representan-
te y si no estuvieran presentes, a quien 
se encuentra en el lugar que deba de - -
practicares la diligencia. En el mismo 
acto se identificarán los visitadores; 

El visitado será requerido para --
que proponga dos testigos, y en su aueen 
cia o negativa de aquel serán designados 
por el personal que practique la visito; 

IV.- Los libros, registros y documentos, 
serán examinados en el domicilio, esta—
blecimiento o dependencia del visitado. 
Para tal efecto el visitado deberá sant' 
nerlos e disposición de los visitados --
desde el momento de la ináciacián de la 
visita, !►asta su telmineelém. La ~re-
tarla de haciende y er4dito K►biluo toste 
rá las medidas 0000SAribli pera el cumpll 
ostento► ►t. este precepto. 
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Los libros, registros y documentos, sólo 
podrán recogerse: a) Cuando unicamente -
existan libros, registros o sistemas de 
contabilidad que no están autorizados; -
b) Cuando se encuentren libros, regia---
tros o sistemas de contabilidad cuyos --
asientos o datos no coincidan con los de 
los autorizados; c) Cuando no se hayan -
presentado declaraciones o manifestacio-
nes fiscales respecto del o de los ejer-
cicios objeto de la visita; d) Cuando --
los datos registrados en los 1t ros, re-
gistros o sistemas de contabilidad auto-
rizados no coincidan con loa asentados - 
en las declaraciones o manifestaciones -
presentadas; e) Cuando los documentos ca 
rezcan total o parcialmente de las estam 
pillas que prevenga la ley o no estén re 
gistrados en los libros, registros o sis 
temas de contabilidad autorizados; 

V.- Los visitadores harán constar en el 
acta los hecho■ u omisiones observados y 
al concluir la visita, cerrarán el acta 
haciendo constar los resultados en forma 
circunstanciada. Las opiniones de los -
visitadores sobre el cumplimiento o in--
cumplimiento de las disposiciones fiaca-
les, o sobre la situación financiera del 
visitado, no producirán efecto de resolu 
ci6n fiscal; 

VI.- El visitado o la persona con la que 
se entienda la diligencia, los temlique 
y los visitadores firmarán el acta. Si 
el visitado o los testigos se niegan a - 
firmar, ami lo harán constar los visita-
dores, sin que esta circunstancia afecte 
el velo: probatorio del documento. lin 
ejemplar del acta re entregará en todo 
caso al visitado o a la persona con LA 
Orle Me entiende le dalitlenvte. 
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Con las mismas formalidades indica 
das en la fracción anterior, se levanta-
rán actas parciales o complementarias pa 
re hacer constar hecho. concretos en el 
curso de una visita o después de su con-
clusión. 

VIII.- El visitado o quien lo represente, 
deberá expresar dentro de los 20 días si 
guientes a la conclusión de las actas, -
ante la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Pablkco, las razones de su inconformidad, 
expí:2sadas en forma circunstanciada; - -
ofreciendo pruebas pertinentes, las que 
deberán rendir simultaneamente a su in--
conformidad o a más tardar dentro de los 
30 días siguientes a la presentación de 
la misma, el plazo para rendir pruebas -
podrá ampliarse a instancia justificada 
del interesado a juicio de la Secretaría 
de qacienda y Crédito Público. En caso 
de que no se ofrezcan pruebas se perderá 
el derecho de hacerlo poeteriórmente y -
se tendrá al visitado conforme con los -
hechos asentados en las actas". 

En relación con lo anterior, son dignos de men--

cionarse los criterios jurisprudenciales siguientes: 

"VISITAS DOMICILIARIAS.- ACTAS LEVANTADAS 
COM MOTIVO DE LAS.- Para que las actas re 
lat ivas a las visitas domiciliarias prac-
tiradas por la autoridad administi.ativa,-
tengan validez y eficacia probatoria en - 
lulvao, as necesario que oratlafaqan la 
exigencia astahlortda piu el artivnlo lb 
constitucional, consistente 	hebnr mido 
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levantadas en presencia de dos testigos -
propuestos por el ocupante del lugar visa 
tado, o, en su ausencia o negativa, por -
la autoridad que practique La diligencia". 

Sexta Epoca, Tercera Parta: 
Vol. LVI, Pág. 109. A. en R. 6387/61. Yo- 
landa G. de Gerard y Coags. 4 voto.. 

Vol. LVI. Pág. 109. A. en R. 3877/61. ---
Cia. Medicinal La Campana, S. A. 4 votos. 

Vol. LVI, Pág. 109. A. en R. 4008/61. Gua 
delupe Garcia Armora y Coaga. 4 votos. 

Vol. LVII, Pág. 152. A. en R. 4220/61. Je 
sGs Rivera Ortiz y Coags. 4 voto.. 

Vol. LVII, Pág. 152. A. en R. 4570/61. --
Jesús Cortés Bonilla y Coags. 4 votos. 

Apéndice de Jurisprudencia de 1917 a 1965. 
Semanario Judicial de la Federación, Ter-
cera Parte, Segunda Sala, pág. 326. 

"VISITAS DOMICILIARIAS PRACTICADAS POR 
ASESOR EMPRESARIAL.- Cuando un funciona—
rio o empleado de un organismo fiscal se 
presente en el domicilio de una empress y 
rinde un informe sobre hechos que se re—
fieren al incumplimiento de obligaciones 
fiscales, y su informe motive una liquide 
ci6n de cobro, se está frente a una verde 
dora visita domiciliaria que debió satis-
facer todos los requisitos formales sena-
lados en los articulo. 16 Constitucional 
y 84 del código Pineal de la Federación.-
Y el hecho de que el visitador se haya pie 
sentado como asesor de la nmpresa, pata -
orientarla y ayudarla e resolver sus chi- 
das sobre La aplicación de la ley, stgnI 
fiel§ que esa función tue lorgivorsada cuan 
do a las funcionas de un ~mor ole lea - 
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dio el carácter de una inspección o audito 
ría y no basta tal tergiversación para de-
rogar los requisitos formales que para las 
visitas exigen los articulo. que antes se 
mencionaron. 

Por último, si la empresa impugnó la visi 
ta y el acta de la misma, a la que se le 
dio el nombre de informe privado interno 
y su impugnación es correcta, ello basta 
para estimar ilegal todo el contenido del 
acta llamada informe, y para concluir que 
con base en una acta irregular o en un in 
forme interno, resultado de una visita --
llamada asesoría no puede fundarse cobro 
alguno, sin necesidad de que el visitado 
pruebe en contrarío dicho informe, ya que 
éste carece de toda validez probatoria en 
juicio, y si los tribunales lo aceptan, -
alentarían prácticas viciosas y darían va 
lar legal u actos ilegales". 

Informe 1971. Primer Tribunal Colegiado -
en Materia Administrativa del Primer Cir 
cuita. Página 56. 

Amparo Directo DR-201/70. Materiales Ais-
lantes, S. A. 19 de julio de 1971. Ponen-
te: Jesús Qr..tcp: Calderón. 

Por último, podemos referirnos a la pena que ee 

impondrá a las personas, bien sean empleado(' o funciona—

rios públicos, que no cumplan 100n loa requisitos estable 

cidom por loa articulo. Ih Vondiltitivinnial y t4 del Código 

Ftlival de la loedetación. 
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Además de la anulación del acto de autoridad, --

el articulo 65 del Código Fiscal de la Federación, estable 

ce la siguiente sanción: 

"ART. 65.- VISITAS DOMICILIARIAS SIN MAN 
DAMIEBTO ESCRITO.- Se t'impondrá prisión - 
hasta de 3 años, a los funcionarios o em 
pleados públicos que practiquen o preten 
dan practicar visitas domiciliarias, sin 
mandamiento escrito de la autoridad fis-
cal competente". 

b) La Garantía de Audiencia. 

El goce de la garantía de audiencia como dere---

cho público subjetivo, corresponde a todo sujeto como go--

bernado, en los tárminos del articulo lo..  Constitucional. 

Dicha garantía la encontremos en el segundo pá--

rrefo del articulo 14 Constitucional, y es le máxima opor-

tunidad defensiva de todos (los gobernado') antes de poder 

ser privados de bienes o derechos por actos de la autori--

dad; dicho párrato dical 
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"AMT. 14.- —nadie podrá ser privado de 
la vida, de la libertad o de sus propie-
dades, posesiones o derechos, sino me - - - 
diente juicio seguido ante loe tribuna--
les previamente establecidos, en al que 
se cumplan las formalidades esenciales -
del procedimimato y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho..." 

Los particulares a quienes perjudican o afecten 

las resoluciones de la autoridad tienen el derecho de ser 

oídos de una manera equitativa e imparcial. Las reglas --

esenciales de dicha garantía deben ser respetadas por la - 

autoridad y las resolucionea deben ser motivadas en consi-

deraciones de hecho y de derecho. 

Del segundo párrafo del mencionado articulo 14 - 

constitucional, encontramos cuatro subaranties: 

a) Mediante juicio.- Coexiste su la garantía de 

todo gobernador para acudir a los tribunales en defensa de 

sus derechos cuando listos han sido vulnerados. 

b) Tribunales previamente establecidos.- Signifi 

Cm, los tribunales deben ser creados con anticipaci6n pera 
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resolver un sinnúmero de casos y durante tiempo indetermi-

nado. 

c) Las formalidades esenciales del procedimiento.-

Tienen su antecedente en el "debido proceso legal" inglés 

y norteamericano; es el proceso más conveniente, el más 

sencillo, el más económico, el que mejor responde a las 

características y a la idiosincracia de loa haLitantes del 
(241 

país donde se establezca. 

d) Conforme a las leyes expedidas con anteriori-

dad al hecho.- Ea una reafirmación de la garantía de irre-

troactividad de las normas, contenida en el primer párrafo 

del articulo Conatitucional que nos ocupa. 

Toda ley o reglamento que no otorgue a los queb/2 

sos la garantía de audiencia, será inconstitucional, uegún 

me desprende del criterio jurisprudencial de la Suprema 
(25) 

Corte. 

(24) Cfr. José R. Padilla. Sinopsis de Amparo. Píq. 12h. 

(25) informe de 1971, Segunda Sala, pág. O6 y Se• 
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Las excepciones a esta garantia son las alguien-

tetes 

I.- Cuando se trata de los extranjero* a que se 

refiere el articulo 33 Constitucional, quienes podrán ser 

expulsados del pala por el ejecutivo federal sin previo --

juicio. 

II.- En los casos de expropiación por causa de - 

utilidad pública, conforme a la cual el Presidente de la - 

República o los gobernadores de loa estados en sus respec-

tivos casos. pueden, con apoyo en las leyes correspondien-

te*, dictar el acto expropiatorio anta que el particular 

afectado produzca su defensa (articulo 27, fracción VI, pf 

trato segundo de nuestra Constitución Federal) y, 

III.- En materia de Imposición fiscal, es decir, 

tributaria, también es otra de lata eacepcionee e que se r2 

fiera la garantía en estudio (informe de 1%9, Pleno, págs. 

161 y as., del Tribunel Fiscal de la Federación). 
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Esta garantía implica la principal defensa de que 

dispone todo gobernado frente a actos del poder público, - 

que tiendan a privarlo de sus más caros derechos y sus más 

preciados intereses; es corroborada por diferentes tesis - 

de nuestro más alto tribunal, sólo mencionaremos algunas: 

"GARANTIA DE AUDIENCIA. ACTOS ADMINISTRA 
TIVOS.- Dentro de nuestro sistema consti 
tucional no basta que una autoridad ten-
ga atribuciones para dictar alguna deter 
minación, para que ésta se considere le-
gal e imperiosamente obedecida; máxime - 
cuando tal determinación es revocatoria 
de otra anterior otorgada en favor de al 
aún individuo. Los artículos 14 y 16 de 
la Constitución General de la República 
imponen a todas las autoridades del país 
la obligación de oír en defensa a los po 
sibilas afectados con tales determinacio-
nes, así como la de que betas, al pronun 
ciarse, se encuentren debidamente funda-
das y motivadas". 

Sexta Epoca. Tercera Parte: 
Vol. XV. Pág. 33. A. en R. 7225/57. Ben- 
jamín Romero Villa. 4 votos. 

Vol. XIX, Pág. 47. A. en R. 5501/58. La-
boratorios Doctorase, 5. A. 4 votos. 

Vol. XXII, Pág. O A. •n R. 5723/50. Cabo 
retarlos Liomont, S. A. 5 votos. 

Vol. XXXIII, Pág. 11 A. •n R. 1l25:59. -
Antonio García Michel. S votos. 
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"GARANTIA DE AUDIENCIA. LAS AUTORIDADES 
AGRARIAS ESTAY OBLIGADAS A RESPETARLA EN 
BENEFICIO DE LOS NUEVOS CENTROS DE DOBLA 
CION.- Cuando un núcleo de población ha 
obtenido resolución presidencial que lo 
crea como nuevo centro, así como plano -
proyecto aprobado de localización de Las 
tierras que deberSn entregársele, y con 
posterioridad al suatanciarse el tramita 
de ejecución, las autoridades agrarias -
tienen en cuenta elementos probatorios -
que estiman eficaces para concluir que -
el plano proyecto de localización aprobó 
do no refleja fielmente, como expresión 
gráfica, la resolución presidencial, di-
chas autoridades pueden ordenar la elabo 
ración de un nuevo plano proyecto que se 
ajuste a lo mandado por la Suprema Auto-
ridad Agraria; pero siempre que respeten, 
en beneficio del nuevo centro de población, 
la garantía de audiencia que establece - 
el artículo 14, segundo párrafo, de la -
Constitución Federal, ya que de no proce 
der así, privan al poblado del derecho -
que tiene de que se ejecute la resolu—
ción presidencial conforme al plano pro-
yecto inicialmente aprobado, sin darle -
oportunidad de exponer previamente lo --
que a sus intereses convenga". 

Amparo en revisión 3240/70. Muevo Centro 
de Población, Ra61 Madero, Municipio de 
ato Bravo, Tampe.- 20 de enero de 1971.-
5 votos. Ponente: Pedro Guerrero Martí--
nes. 

Virases 
Vol. en, Apindice 1. Pág. 14. Sexta gpº 
os. Semanario Judicial de la Pedereción. 

Informe de 1971, Segunda Sala, pág. S4. 
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En suma, estas dos garantías son de vital impor-

tancia para hacer valer en un momento dado el derecho de - 

peticito. 

e) Forma de hacer valer el derecho de petición. 

Como se apuntó,  y conociendo plenamente el conte-

nido del articulo 80., Constitucional, sólo nos referire—

mos a cómo debe hacerse valer el derecho de petición: 

1) Deberá formularse por escrito, y, 

2) En forma pacífica y respetuosa. 

d) Autoridades ante las cuales se hace valer el 

lermcho de petición. 

El segundo párrafo del articulo So., Conatitucio 

mal, nos dices 

A toda petición deberá recaer un --
acuerdo escrito de le autoridad e quien 
ee haya dirigido, le cual tiene le obli-
gación de hacerlo 0000~ en breve táírmi 
no al peticionario..." 
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La petición del gobernado podrá realizarla ante 

la autoridad que efectivamente pueda dirimir la solicitud, 

sato ea, la competente, de lo contrario se verla imposibi-

litada para conocer y resolverla. En el último de loa ca-

sos la autoridad podrá emitir un acuerdo escrito, manifes-

tando la imposibilidad para resolver la petición. 

Para dejar claro lo dicho y a manera de ejemplo, 

mencionaremos un caso en donde se formula una petición, re 

ferente a la suspensión del procedimiento administrativo - 

de ejecución, tendiente al °obro de cuotas obrero patrona-

les, y la misma se presenta ante la Dirección General de - 

Policia y Tránsito; al efecto dicta autoridad tiene la - - 

obligación de contestar al peticionario en breve término,-

más no de resolver el asunto sobre la suspensión solicita-

da pues la autoridad de referencia no es competente para - 

resolverla, no violando entonces el derecho de petición. 

A mayor abundamiento y pera corroborar lo ante—

rior, nos referiremos al criterio sustentado por la H. &a-

premia corte de Justicia de la Nación, que dice: 
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"DERECHO DE PETICION. NO SE VIOLA CUANDO 
LA AUTORIDAD ESTUVO LLPOSIBILITADA PARA 
CONOCER LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE. Co 
mo se comprueba con la copia sellada del 
escrito que contiene la solicitud de la 
quejosa, el mismo aunque dirigido al Je-
fe del Departamento del Distrito Federal, 
fue presentado en la Oficialía de Partes 
de la Dirección General de Gobernación,-
no ante la que recibe la correspondiente 
del expresado Jefe, por lo que resulta -
lógico que éste no haya tenido conocimien 
to de la misma y por lo tanto no haya es 
tado en posibilidad de contestarla, máxi 
me si se Loma en cuenta, esto a mayor --
abundamiento, que conforme a los artícu-
los 35 y 36 de la Ley Orgánica del Depar 
comento del Distrito Federal, y dentro 
de la distribución del despacho de los -
asuntos administrativos y para la aten—
ción de los servicios públicos que es, _a 
blecen, corresponde a la Dirección gene-
ral de Gobernación lo relativo a licen—
ciada, que ea a lo que se refiere la soli 
citud de que se trata" 

Amparo en revisión 7367/67. Irma lernal 
Estrada. 31 de enero de 1968. Unanimidad 
de 4 votos. Ponente; Felipe Tena Ramírez. 

Informe de 1968, Segunda Sala, Pág. 135. 

Sn sume, toda autoridad debe emitir un aclierdo - 

escrito a cualquier petición que se le plante*, pero no --

siempre con la obligación de resolverla, dedos los moltvos 

manitestadom. 
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•) Téradno pera contestar y sus consecuencias --

jurídicas.- 

Este tema es considera como uno de los principa-

les en nuestro orden jurídico, toda ves que el derecho de 

petición, en un momento dado, va a tutelar la vida, la li-

bertad, derechos, propiedades o poaeiiones del peticiona-

rio, es decir, ningún gobernado que ejerza el derecho de - 

petición podrá quedar al desamparo de la ley, pues la auto 

ridad debe valorar el alcance de la petición y resolverla 

a la brevedad posible, según el caso a tratar. 

Asiaisino cabe ~talar, el articulo So., Constitu 

cional unicamente señala en su segundo párrafo, ante una - 

petición a la autoridad, tiene la obligación de hacerle ola 

apear al peticionario la resolución en breve término, de - 

donde se desprende que dicho numeral no ~ala un lapso --

para resolver la solicitud, estimándose por breve término, 

el tiempo suficiente para conocer la situación jurídica --

del gobernado, y el contenido de la petición como es el o, 

so de una solicitud de suspensión administrativa, en donde 
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de conformidad con lo dispuesto en el articulo 157 del Có-

digo Pilca' da la rederaci6n, el solicitante cuenta con 15 

días para garantizar el interés fiscal. 

Ahora bien, a pesar de los múltiples criterios - 

sustentados por la H. Suprema Corte de Justicia de la Na--

ciún respecto al breve término, y abundando sobre el partí 

colar, creemos que la autoridad deberá resolver, no en un 

tiempo determinado, sino Sujetarse a cada caso especifica-

mente y con apego a lo establecido por la ley de la mate—

ria que trate. 
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CAPITULO III 

EL SILENCIO DE LAS AUTORIDADES 

a) Consecuencias jurídicas del silencio 
administrativo, 

b) ¿Qué se entiende por breve término? 
c) Interpretación de la Suprema Corte -

de Justicia de la lación sobre breve 
término.- 

El silencio de la autoridad provoca indubitable-

mente la incertidumbre jurídica al particular peticionario, 

quien al no recibir un acuerdo escrito por parte de la au-

toridad, logicamente estará en imposibilidad de conocer so 

bre el sentido de la resolución, ya sea favorable o desfa-

vorable. 

De lo anterior se colige, en ocasiones la autora 

dad no da siempre una respuesta categórica a las peticio—

nes de loe particulares, sin determinar el alcance de su - 

situación. La ley exige que los actos de referencia, no - 

queden en incertidumbre, debiendo concederlos o negdrlos,-

principalmente cuando se origine en perjuicio de los parti 

cut ares. 
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Pero no debemos olvidar que para alegar el partí 

rular estar afectado en sus intereses por la falta de res-

puesta a la solicitud planteada, debe demostrar su peti—

ción mediante escrito, tal como lo señala el artículo 80., 

Constitucional. 

a) Consecuencias jurídicas del silencio adminis-

tratIvo. 

El artículo 80., Constitucional garantiza a los 

ciudadanos que a toda petición le deberá recaer siempre un 

acuerdo escrito y. por principio de seguridad jurídica. 

ser notificado al peticionario en breve .ármino. Sin em--

bargo en muchas ocasiones por causas imputables o no al --

funcionario competente éste omite dictar el acuerdo escri-

to, quedando ami el peticionario, por este motivo, ante --

una verdadera incertidumbre juridica. y ista será dilucida 

da unicamente por la propia autoridad ante la cual se diri 

gió la petición, debiendo ser resuel,a en"breve término', 

tal como lo serial• el mutile:tad° numeral en su segundo pé 

rrato 
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Ahora bien, uno de los medios de defensa que pue 

de ejercer el peticionario como consecuencia del silencio 

administrativo por parte de la autoridad, se el juicio de 

amparo previeto en nuestra constitución federal, ante los 

tribunales federales, por loa artículos 103 fracción I y - 

107, pues el acto administraLivo al cual nos estamos refi-

riendo resulta violatorio de las garantías individuales, - 

ya que dichos numerales se refieren a que deberán de resol 

ver los tribunales de la federación las controversias que 

se susciten, entre otras, por leyes o actos de la autori--

dad que violen las garantías individuales. Asimismo, di--

chas controversias deberán de sujetarse a una serie de fo 

mas y procedimientos de orden eminentemente jurídico, de - 

acuerdo con las bases a las que se refieren los numerales 

en cita. 

Este juicio de amparo, procede ante los Juzgados 

de Distrito, tel coso lo dispone la propia 'AY 14149144104ntal-

ria de loe artículos 103 y 107 Constitucionales, concreta-

mente en sus erciculoe lo., en relación con •1 36 y 114. - 

Su objeto primordial es según lo mehala 01 artículo 80 del 
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propio Ordenamiento, restituir al agraviado en el pleno go 

ce de la garantía individual violada; dicho numeral, nos - 

dice: 

"ART. 80.- La sentencia que concede el -
amparo tendrá ,,:or objeto restituir al --
agraviado en el pleno goce de la garan--
tía individual violada, restableciendo -
las cosas al estado que guardaban antes 
de la violación, cuando el acto reclama-
do sea de carácter eositivo; y cuando --
sea de carácter negativo, el efecto del 
amparo será obligar a la autoridad res--
ponsable a que obre en el sentido de res 
petar la garantía de que se trae y a --
cumplir. por su parte, lo que la misma -
garantía exija'. 

De lo anterior se desprende, como la legislación 

adminiaLrativa no ha reglamentado lo relativo al derecho - 

de petición, ante el silencio de la autoridad y al no pro-

ducirme su respuesta en un plazo prudente, el inLeresado - 

puede acudir al amparo para el efecto de obligar a la res-

ponsable a dar contestación a la inotancia, o Mea, en este 

supuesto me acude ante el tribunal judicial para obligar • 

al funcionario • emitir el acuerdo correspondiente y des 

puás si la rsspuest.a o acuerdo no es tavorahle, el pes 

nerio podrá. ea sal lo estime conveniente, mgotst los me- - 



77.- 

dios de defensa«que le otorguen las leyes. impugnando el - 

contenido del aisao. Sobre esta cuestión se tratará con - 

mayor detenimiento en nuestro capítulo y de la presente ex 

posiciam. 

Sin eibargo, tratándose de la materia tributaria, 

la garantía contenida en el artículo 80., Constitucional 

se encuentra debidamente reglamentada, según lo dispuesto 

por el artículo 92 del código Fiscal de la Federación, que 

expresa: 

"ART. 92.- Las instancias o peticiones -
que rformulen a las autoridades fisca-
les deberán ser resueltas en el término 
que la ley fija, o, a falta de término -
establecido, en noventa días. Al silen-
cio de las autoridades fiscales se conai 
derará coso resolución negativa cuando -
no den respuesta en el término que co—
rresponde". 

in relación con este precepto, el Lic. Alfonso - 

Cortina Gutiérrez, expresó: "Al establecer, siguiendo pre 

cedente. de legislación extranjera en materia administratt 

Va, que el silencio de le autoridad equivale • un• resolU- 
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ción denegatoria de la petición, la Ley de Justicia Fiscal 

no ha podido desconocer que exista una garantía individual 

para que en término breve la autoridad administrativa dé - 

respuesta a la instancia de los particulares; por tal moti 

vo y por no ser posible desconocer esa garantía individual, 

la existencia de un precepto en la ley que establezca los 

efectos ya enunciados de la resolución negativa, no desco-

noce la posibilidad en que se encuentra el interesado de - 

recurrir en vía de amparo la actitud de la administración 

pública, cuando no (01 respuesta pronta a la petición; así 

pues, es preciso dejar definido que el silencio de la auto 

ridad adminiaLrativa e■ una presunción que se establece co 

mo un derecho del particular para considerar ficticiamente 

la resolución de la autoridad casco resolución negativa, ps 

ro el peticionario puede optar por uno de estos dos cami—

nos; o bien, promover juicio de garantías para el efecto - 

de que la sentencia de amparo obligue a la autoridad a con 

testar, o bien, si lo prefiere, ocurrir directamente ante 

la jurisdicción administrativa •n demanda de nulidad de --

tina presunta reaolución m'ilativo, entendiéndose• que se Ira 
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(26) 
ta de un derecho establecido por la ley para el particular... 

b) ¿Qué se entiende per breve término? 

El tema a tratar resulta un tanto complejo al no 

existir un criterio definido respecto a lo que debe enten-

derse por breve término, pues la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación noe dice: 

"PETICION. DERECHO DE.- La tesis juris--
prudencial número 767 del Apéndice de --
1965 al Semanario Judicial de la Federa-
ción, expresa: "Atento lo dispuesto en -
el artículo Boo., de la Constitución que 
ordena que a toda petición debe recaer -
el acuerdo rest›ectivo, es indudable que 
si pasan más de cuatro meneo desde que -
una persona presenta un ocurra y ningún 
acuerdo recae a él, se viola la garantís 
que consagra el citado articulo Constitu 
cional". De loa término* de esta tesis -
no se desprende que deban pasar alíe de -
cuatro meses sin contos_ación • una peti 
ción, para que se considere transgredido 
el articulo 80., de la Constitución rede 
ral, y sobre la observancia del derecho 
de petición debe esterare siempre a los -
términos en que está concebido el repetí 
do concepto", 

(26) Plática sustentada en le Escuela de Jurisprudencia 
de le ~A el 21 de febrero de 1939, correspondien 
te al ciclo de conferencies denominado "Ciencia ri 
n'anciana y Derecho Tributario", por el Lic. Alton-
so cortina 
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Amparo en revisión 1377/65. José Ruiz G6 
mez. 11 de junio de 1965. 5 votos. 
Volumen XCVI, Tercera Parte, Pág. 62. 

Amparo en revisión 7286/64. Angel Carre-
ño Luna. 11 de junio de 1965. Unanimidad 
de votos. Volumen XCVI, Tercera Parte, -
Pág. 62. 

Amparo en revisión 1729/65. Antonio Agui- 
lar Rayas. 25 de junio de 1965. 5 votos. 
Volumen XCVI, Tercera Parte, Pág. 62. 

Amparo en revisión 3686/65. Gabriel Gra-
nados Cabello. 28 de octubre de 1965. --
Unanimidad de votos. 

"PETICION, DERECHO DE.- Atento lo dispues 
to por el artículo 80., de la Constitu—
ción, que orden que a toda petición de-
be recaer el acuerdo respectivo, es indu 
dable que si pasan máa de cuatro meses -
desde que una persona presenta un ocurso 
y ningún acuerdo recae a él, se viola la 
garantía que comía ira el citado artículo 
constitucional". 

Quinta Epoca: 
Tomo XLIX. erg. 40, González, Daniel. 
Tomo 1, Pág. 716, Vico López hanuel. 
Tomo L, Pág. 729, Solares, María. 
Tomo L, Pág. 1173, le Impulsora, eta. de 
Bienes e Inmuebles, s. A. 
Tomo L, Pág. 2009, Planes López, Antonio. 

De lo anterior se colige, no existe un término - 

bien definido para resolver una petición, sino debe ((Asar-

me *inconsideración veda una en particular , como ha quedado 
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establecido en temas anteriores, como ocurre cuando la ---

autoridad se vea imposibilitada de resolver alguna peti---

ción por no contar con los elementos necesarios para el ca 

so planteado, bien por necesitar informes o cualquier tipo 

de documentos. A este respecto la Suprema Corte de Justi-

cia de la Nación, ha seguido los siguientes criterios ju•--

risprudenciales: 

"PETICION, DERECHO DE.- Es inexacto que, 
la falta de resolución de segunda instan 
cia viole el derecho de petición consa—
grado en el articulo So., Constitucional, 
en loa casos en que aún no ha tranacurri 
do el término prudente para que se hubie 
ran satisfecho todo■ los tramites correa 
pondientes que hubiesen puesto en estado 
el respectivo ,xpedient• agrario a fin -
de que se pudiera emitir la correspon---
diente resolución de segunda instancia,-
para lo cual es requisito indispensable 
el dictamen correspondiente del Cuerpo -
Consultivo Agravio, levantamiento de pla 
nos, e integración del expediente y es—
tudio de las Objeciones de los afectado*, 
en su caso". 

Amparo en revisión 4242/70, Apolinar Or-
tiz Martínez. 15 de marzo de 1971. Unani 
midad de votos. Ponente: Jorge Saracho - 
Alvates. 

"PETICION, DIDIECII0 UR. - La ~kW la que 
consagre «I art 'culo So., Const t t nvional 
consietent • en que a toda poticion hecha 
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a la autoridad por escrito y de manera -
pacifica y respetuosa recaiga en breve -
término el acuerdo respectivo, supone an 
te todo, para que dicho término comience 
a correr, que la autoridad esté en apti-
tud física de poder emitir el acuerdo o 
resolución que procede, lo que logicamen 
te no puede acontecer cuando por los trá 
mites burocráticos de rigor, aún no le -
ha sido turnada la petición del particu-
lar". 

Amparo en revisión 2805/69. rabino Silva 
Salinas Y Coags. 8 de febrero de 1971. -
Unanimidad de 4 votos. Ponentes Jorge Sa 
racho Alvarez. 

"PETICIOM, DERECHO DE.- La garantía que 
otorga el articulo 80., Constitucional 
protegiendo el derecho de petición, es 
independiente de si se cuenta o no con 
determinados elementos probatorios por -
la autoridad, ya que si tales elementos 
son legálmente necesarios, el acuerdo --
puede ser emitido previniendo al solici-
tante su aportación y determinándole cua 
les sean las pruebas que daba producir". 

Amparo en revisión 802/67. Juan García -
Velázquez, 8 de enero de 1968. 5 votos; 
José Rivera, P. G. 

En suma, debe entenderse por brava término aquel 

lapso en el que la autoridad conoce la petición en particu 

lar, así oomo contar con los elementos necesarios para re-

solverla y emitir el acuerdo escrito; ya que la justtela • 
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debe ser pronta y expedita. 

c) Interpretación de la Suprema Corte de Jun-

ticia de la *ación sobre breve término. 

A pesar de haber citado un sinnúmero de crite---

rios jurisprudencialea, artículos del Código Fiscal de la 

Federación, y otras leyes, sobre el concepto de breve tér-

mino, existe un criterio de la H. Suprema Corte de Justi-

cia de la Nación que se ha evocado al tema, al decir lo --

que debe entenderse por breve término, el cual a continua-

ción se transcribe: 

"PETICION, DERECHO DE. CONCEPTO EN BREVE 
TERMINO.- La expresión 'breve término" a 
que se refiere el articulo So., Conatitu 
atonal, e■ aquél en que racionilmente --
puede estudiarse una petición y acordarse". 

Aovara en revisión 2907/67. Federación - 
Regional de Sociedades Cooperativas de -
la Industria Pesquera "Raja California", 
S.C.L., y Coaqs. 27 de septiembre de 	- 
1%7. Unanimidad de 4 votos. 
Ponente: Pedro Guerrero Martmoes. 

Precedentes. 
Volumen XXII, Tercera Parte, Paq. 72 
Volumen CV1, Tercera Parte, Phq. 74 (dos 
asuntos). 



84.- 

LA RESOLUCIOS NEGATIVA FICTA 

EN MATERIA FISCAL 

a) Configuración de la negativa ficta; 
b) Concepto, 
e) Fundamento legal; 
d) Consecuencias jurídicas. 

Una vez hecho un desmenuzamiento sobre el princi 

pio de seguridad jurídica, derecho de petición, el silen-

cio administrativo, así como consecuencias del derecho de 

petición, a los que se les dio el cart cter de elementos --

preliminares, el verdadero objeto de la presente tesis, --

conviene abordar el tema central de la misma, precisamente 

la resolución negativa ficta en materia fiscal. 

Antes, debe establecerse que se entiende por "N, 

tarta Fiscal", y al efecto se anuncia el siguiente crite—

rio jurisprudencial sustentado por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la nación, visible en la te•--

sis número 227, página 387, que dice 
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"MATERIA FISCAL, QUE DEBE ENTENDERSE POR. 
Por materia fiscal debe entenderse todo -
lo relativo a impuestos o sanciones apli-
cadas con motivo de la infracción de las 
leyes que determinan dichos impuestos". 

Quinta Epoca: 
Tomo XLI, pág. 944. Limentour, José Lues. 

E. decir, por materia fiscal debe entenderse lo 

relativo a la determinación, liquidación, pago, devolución, 

exención, prescripción o el control de los créditos fisca-

les, o las sanciones impuestas con motivo de haberse in—

fringido las leyes tributarias. 

Como se mencionó en capítulos anteriores, todos 

los gobernados están bajo un régimen de derecho, protegi - - 

dos jurídicamente contra cualquier acto de la autoridad --

que invada su esfera jurídica. Esto es, el gobernado po--

dré ejercitar su derecho para no verse afectado por una in 

certidumbre jurídica o encontrarse en una expectativa de - 

derecho con origen en una petición formulada ante la auto-

ridad administrativa. 

In este mismo orden de Idea• y como se dejó asen 
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tado en nuestro capitulo precedente, respecto al derecho - 

de petición se sefta16, cuando el gobernado formula su pedi 

mento a una autoridad, ésta deberé resolver tal solicitud 

en breve término para evitar que el peticionario se encuen 

tre en incertidumbre jurídica. 

El hecho de haber asentado el legislador en for-

ma genérica lo relativo a contestar en breve término, pre-

tendió evitar precisamente el problema de la incertidumbre 

jurídica,' pensando entonces crear una figura jurídica me—

diante una presunción de la ley, consistente en que se de-

bería entender que cuando en materia fiscal una autoridad 

aoministrativa no diera contestación a une solicitud, ésta 

se entendería en sentido negativo, surtiendo efectos jurí-

dicos coso si expresamente hubiese contestado la autoridad, 

negando lo solicitado sin notificarlo al peticionario por 

escrito, sin contestación ni acuerdo. 

8610 resta aftadir, a nuestra Idea, el tiempo con 

que cuente le autoridad pera resolver, o hien, para que se 

Contiguas la tletuttu tratada en este capítulo, con base a 
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lo expuesto en la hipótesis jurídica prevista por el artí-

culo So., Constitucional. La llamada figura jurídica lleno 

minada "Resolución Negativa Ficta°, no es otra cosa que ne 

gar lo solicitado a una autoridad administrativa mediante 

una presunción de la ley, con todos sus efectos jurídicos. 

El artículo 92 del Código Fiscal de la Federa---

ción, nos dice, textuálmente: 

"ART. 92.- NEGATIVA FICTA.- Las instan—
cias o peticiones que se formu.en a las 
autoridades fiscales deberán ser resuel-
tas en el término que la ley tija, o, a 
falta de termino establecido, en noventa 
días. El silencio de las autoridades --
fiscales se considerará como resolución 
negativa cuando no den respuesta en el -
término que corresponda". 

Esta disposición del Código Fiscal, viene a ser 

reglamentaria de lo dispuesto por el artículo 80., de nue., 

tra Carta Fundamental, e incluso el numeral del Código Tri 

initario antes transcrito, constituye un progreso en la so-

Itic1611 ~este por el precepto oonatituctonal. en cuanto 

•1 dar cho de ~n'ion 
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Esto es, el articulo 92 del código tributario 21 

tá estrechamente vinculado con el segundo párrafo del arta 

culo 89., Constitucional, que a la letra dice: 111.. A toda 

petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad 

a quien se haya dirigido, la cual tiene la obligación de - 

hacerlo conocer en breve término al peticionario". 

Pues bien, el artículo 80., Constitucional sólo 

indica que la autoridad deberá contestar en breve término, 

sin seftalar límite de tiempo, en cambio el artículo 92 del 

Código Fiscal Federal seflala, que las autoridades deberán 

contentar en noventa días, y si pasado este lapso no han - 

dado respuesta, el silencio se considerará come resolución 

negativa. 

En asuma, la parte más iimportgints para el estudio 

del precepto contenido en el código tributario, es aquella 

relativo a considerar el silencio de las autoridades como 

respuesta negativa. A asta figura del propio Códiqo Fis--

Cal en otras de sus disposiciones la llama "Nuqattva FLeta", 

tal como nos lo senaln en el artículo 204 
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"ART. 204.- En la contestación de la de-
manda no podrán cambiarse Loe fundamen—
tos de derecho de la resolución impugna-
da. En caso de negativa ficta, la auto-
ridad expresará los hechos y el derecho 
en que se apoya la misma". 

a) Configuración de la negativa ficta.- 

La resolución negativa ficta es una ficción pre-

vista por la ley, tendiente a tener por negada una peti—

ción propuesta por determinado individuo a una autoridad; 

asimismo tal figura jurídica se actualiza cuando la autori 

dad administrativa no da contestación en un término deter-

minado. 

De lo anterior podamos partir caso base tundmamn 

tal para seflalar los elementos de la resolución negativa - 

ficto/ son loe siguientes: 

1) Una petición, o promoción, o instancia formu-

lada anta uno autoridad. Respecto o este punto debe asen- 

taras, le promoción o Inatancia deberá de reunir ciertos - 
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requisitos, esto ea, tal como lo indica el ya multicitado 

articulo go., Constitucional: ser por escrito, pues es la 

única forma fehaciente con qué cuenta el peticionario para 

probar haber realizado su petición y la autoridad pueda --

constatar sus términos. Por otro lado, el citado escrito 

debe estar dirigido en forma concreta a una autoridad -que 

como ya lo apuntamos en nuestro tema denominado "autorida-

des ante quien se hace valer el Derecho de Petición"- para 

que conozca de la materia en cuestión y resolver la solici 

tud, y no autoridad distinta, siendo necesario además es—

tar planteado en forma respetuosa, entendiéndose el no em-

plear lenguaje obceno, o bien, que en forma indirecta oten 

da a la autoridad o funcionario a quien va dirigido, al,a-

rando con ello en forme ostensible su estado de ánimo, pro 

duciendo con ello su irritabilidad. Entonces el menciona-

do escrito deberá ser formulado en forma pacifica, y sin 

ningún tipo de agresiones. 

2) Una vea formulado dicho uscrito, la autoridad 

a quien va dirigido permanezca en "absoluto silencio"; es 

decir, sin dar contestación la autoridad correspondiente,- 
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como si nunca le hubiesen formulado pedimento alguno. 

3) Que la autoridad permanezca en silencio, so--

>repateando el término que la ley le concede para resolver 

la instancia, promoción o pedimento, ésto es, el lapso cosí 

prendido desde la fecha de formulación de la petición a la 

autoridad administrativa, y aquella fecha prevista por la 

ley para producir la contestación, advirtiéndose que esta 

fecha se entenderá por el número de días o meses con que - 

se cuenta para resolver o contestar. En este sentido se - 

afirma, es de fundamental importancia para la configura—

ción de la resolución negativa ficta on materia fiscal, el 

tiempo que le concede la ley a la autoridad administrativa 

pera resolver, pues los criterios jurisprudenciales cita--

dos a continuación corroboran lo dicho, los cuales han si-

do pronunciados por •1 Tercer Tribunal Colegiado en Mate—

ria Administrativa del Primer Circuito, y dicen: 

"NEGATIVA VICTA, SE COMFIGURA POR EL SO-
LO HECHO U. TRANSCURSO DEL TIEMPO SEÑA- 
LADO Mi LA LEE.- Es indudable que la ne-
gativa ficta me configura por el sólo he 
cho de que como preceptóan los artículos 
92 y 192 fracción IV, del código Fiscal 
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de la Federación, transcurrido el térmi-
no de noventa días sin que se hubiere --
dictado resolución alguna respecto de la 
solicitud formulada por la promovente, -
circunstancia que se comprueba si se to-
ma en consideración que del 5 de agosto 
de 1972 fecha en que se interpuso el re-
curso de inconformidad, al 29 de junio -
de 1973 en que se presentó la demanda an 
te el Tribunal Fiscal transcurrió en ex-
ceso el término de 90 días requerido pa-
ra que se configure la negativa fleta, -
lo cual además reconocieron las partes". 

Amparo en revisión 66/76. Mullí Clean de 
México, S. A. 15 de enero de 1976. unani 
midad de votos. Precedentes Importantes 
Sustentados por el Tercer Tribunal Cole-
giado en Materia Administrativa del Pri-
m r Circuito, publicadas en la Tercera -
Parte del Informe rendido a la Suprema! -
Corte de Justicia de la Nación por su --
presidente al terminar el alio de 1976. -
Pág. 207. 

"NEGATIVA FICTA. UNA VEZ CONFIGURADA E -
INICIADO EL JUICIO FISCAL CORRESPONDIEN-
TE, LA AUTORIDAD NO PUEDE DESVIRTUARLA -
MEDIANTE RESOLUCION EXPRESA.- Si la auto 
rídad ante la que se promovió el recurso, 
no dicta resolución dentro del plazo de 
noventa dime, concedido por la ley, por 
el sólo transcurso de este plazo se con-
figure la negativa ficto y, una ves ini-
ciado el juicio fiscal correspondiente,-
carece de relevancia jurídica que la au-
toridad omita una resolución expresa, --
puesto que asta se dicta con techa poste 
rior a 10, novonta días en cuentión de -
lo presentación de la demanda de nulidad, 
Y pot nllo no puede alejarse que la meya 
tiv4 ftv1a qua me hs contiqutadv dele4 art 
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existir". 

Amparo en revisión 693/75. Multi Clean -
de México, S. A. 15 de enero de 1976. --
Precedentes Importantes del Tercer Tribu 
nal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, publicadas en la Ter 
cera Parte del Informe rendido a la Su—
prema Corte de Justicia de la Ración por 
su Presidente, al terminar el aflo de - -
1976.- Pág. 208. 

"AEGATIVA FICTA, SE CONFIGURA NO °ESTAN-
TE QUE EXISTAN ACUERDOS DE TRAKITE.- La 
negativa ficta acorde con su estructura 
jurídica, opera sobre la base de una tal 
ta de respuesta o comunicación entre la 
autoridad administrativa y el particular 
que ha presentado ante la misma alguna -
solicitud, sin que se destruya la confi-
guración de dicha negativa, porque la --
autoridad haya realizado diversos trámi-
tes de carácter administrativo, toda vez 
que la falta de respuesta que establece 
el articulo 92 del Código Fiscal de la -
Federación consiste esenciálmente en no 
dictar resolución definitiva en la ins—
tancia planteada". 

Resolución emitida por el Plano del Tri-
bunal Fiscal de la Federación el 6 de og 
tubre de 1971 en el recurso de revisión 
121/71/2203/79, Publicada en la Revista 
del Tribunal Fiscal de la Federación co-
rrespondiente al cuanto bimestre de 1971. 
Pág. 39. 

De las tesis transcritas se distingue eepeciál--

mente la sustentada poi el Pleno del Tribunal Fiscal de la 
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Federación, pues la misma definitivamente suprime la posi-

bilidad de que se prolongue el término de la autoridad pa-

ra emitir respuesta a la instancia formulada, establecien-

do claramente que los acuerdos de trámite desde luego no - 

interrumpen el término de referencia, y una vez transcurri 

do sin dictar una resolución en cuanto al fondo, la negati 

ver ficta se ha configurado. 

Es menester señalar el término de noventa días a 

que se refiere el artículo 92 del Código Fiscal de la Fede 

ración opera subsidiariamente en materia fiscal a falta de 

término establecido en la ley, de donde se desprende que - 

pueden existir casos en donde la negativa ficta puede con-

figurares antes o después de los noventa días, de acuerdo 

con la ley especial. Al efecto se hace aplicable mencio—

nar el artículo 155 del Código Fiscal de la Federación, ro 

ferente a las normas conforme a las cuales se deben de re-

solver los recursos administrativos que no tienen meaalado 

trámite eopecialt la tracción VII del citado numeral sena-

la, la autoridad encargada acordará lo que proceda solde 

su admintón y la de las pruebas. ofrecidas ordenando M. de. 
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'abogo dentro del improrrogable plazo de quince días. Su 

fracción VIII dispone, vencido el plazo para la rendición 

de las pruebas, la autoridad dictará resolución en un tér-

Mino que no excederá de 30 días. Relacionando estas dos - 

fracciones, resulta que cuando se trata de recursos admi—

nistrativos en materia fiscal sin señalamiento de trámite 

especial, la autoridad tendrá un plazo de cuarenta y cinco 

dias para resolver el fondo del asunto, pues de lo contra-

rio conforme a lo establecido por el artículo 92 del Códi-

go Tributario, se habrá configurado la negativa ficta. De 

be aclararse, que dentro de dicho plazo la autoridad no só 

lo debe resolver, sino también deberá notificarla al proseo 

vente, pues de no hacerlo, se traduce en no haber emitido 

respuesta alguna, pudiendo entonces el promovente legitime 

mente, promover cualquier medio de defensa contra la reso-

lución negativa ficta configurada por falta de respuesta. 

Al respecto se ha pronunciado el criterio que a continua—

ción se transcribes 

"qiCUATIVA FICTA. LA RIWOLDCIOW EXPRESA -
1() NWTIF1CAMA HACE PRIOCKDMMTE ML JUICIO 
DF NULIDAD. Si la autoridad demandada 
solicite el sobreseseiento del juicio de 
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nulidad porque sí dio contestación a la 
solicitud planteada por la actora y la -
Sala Fiscal correctamente negó el citado 
sobreseimiento porque en autos no se - -
acreditó que aquella contestación hubie-
se sido notificada a la actora, tal apre 
ciación no viola garantías individuales". 

Amparo directo 230/76. Casa Chapa, S. A. 
23 de junio de 1976. Unanimidad de votos. 
Precedentes Importantes sustentados por 
el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, pu—
blicadas en la Tercera Parte del Informe 
rendido a la Suprema Corte de Justicia -
de la tgación por su Presidente al termi-
nar el año de 1976. Página 206. 

b) Concepto.- 

La negativa fleta, en materia fiscal, se ha con-

cebido como una presunción de la ley; negar al parti:ular 

peticionario su solicitud, por parte de la autoridad admi-

nistrativa, sin haber notificado dentro de cierto término 

en forma directa a través de persona legalmente aututizada 

para recibir la resolución, •n caso de existir. 

Por otro lado, el articulo 92 del Chdiqo Visen! 

de 14 Fedstaclon tinicamente sel 'aflore a LA contiquravion 
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de la negativa ficta, mas no 1, define; tan sólo nos da - 

sus elementos, ya enuncindos. 

Otya legtslaciones igualmente, tan sólo se re--

fiaren a la concretización de esta figura jurídica y en la 

doctrina no encontramos una definición concreta, atrevién-

donos incluso a afirmar que deeaforv.unadamente, no existen 

estudios profundos sobre este tema en particular. 

Nosotros tan sólo nos concretaremos a conceptuar 

a la negativa ficta ayudados del código tributario, y da--

dos los elementos aludidos para su configuración, se ve 

como el nombre de resolución negativa ficta procede del si 

lencio de la autoridad administrativa ante la petición del 

particular en el término legal, teniendo los efectos de ns 

gativa o desfavorable a la petición realizada. Se aftade - 

lo de "ficta", porque es una respuesta que •n realidad no 

se he dado, sino se presume. 

De lo asentado podemos enunciar un concepto seer 

VIO de la negativa fleta, y consideramos, ea una figura )u- 
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rldica por virtud de la cual mediante una ficción de la --

ley, se considera que una solicitud planteada por un partí 

colar ante la autoridad administrativa correspondiente no 

ea resuelta en forza definitiva por ésta en un término da-

do, y se entenderá en sentido negativo, por ello el silen-

cio de la autoridad administrativa se traduce en la presun 

ción de negarle al peticionaran lo solicitado. 

c) Fundamento legal. 

Como se dejó apuntado en el desarrollo del pre--

sente capitulo y dado que el tema central es referente a - 

la materia fiscal, esta figura jurídica tiene su fundamen-

to legal en el Código Fiscal de la Federación, concretamen 

te en su artículo 92, que dice: 

"ART. 92.- Las instancia, o peticiones 
que se formulen a las autoridades fisca-
les deberán ser resueltas en el término 
que la ley fija, o a falta de término ea 
tablecido, en noventa días. El silencio 
de las autoridades se consideraré como - 
resolución nogativa cuando no den Itib---
pwilita en el termino que corresponda". 
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El fundamento legal para ejercer este derecho --

por parte del peticionario en caso de no recibir la contes 

tación de la autoridad administrativa, es precisamente el 

articulo 92 del Código tributario y así la Cuarta Sala Re-

gional Metropolitana del Tribunal Fiscal de la Federación, 

cri sentencia de fecha 4 de marzo de 1975, relativa a la de 

manda de nulidad interpuesta por la empresa Formas para Pie 

gocios, S. A., nos dice lo siguiente: "En estas condicio--

nes la afirmación del Instituto Mexicano del Seguro Social 

en el sentido de que en el recurso interpuesto en el escri 

to de lo, de febrero de 1973 se impugnan las mismas cédu-

las de diferencias que en el recurso de 22 de diciembre de 

1972, es inconducente, y si bien es cierto que el primero 

de los escritos seflalados se glosó en el expediente CT. DF. 

3940/72, también lo es que a dicho escrito no obstante que 

se solicitó la acumulación con el recurso de 22 de diciem-

bre de 1972, así como al diverso presentado el 8 de febre-

ro de 1973, no recayó acuerdo alguno ni se emitió resolu—

ción desde su fecha de entrada que lo fue el lo. de febre-

ro de 1973, a la feche de interposición de la demanda ante 

elite tribunal que lo tus sil 3 de junio de 1974, exvediondo 
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dicho término de 90 días a que se refiere el artículo 92 - 

del Código Fiscal, siendo improcedentes las afirmaciones - 

del Instituto Mexicano del Seguro Social a este respecto,-

pues de las constancias del expediente administrativo se 

advierte que con relación a esta segunda inconformidad no 

se dictó acuerdo de trámite alguno y mucho menos se emitió 

resolución en el plazo que la ley fija o en el de 90 días 

que establece el artículo 92 invocado, por lo que es de es 

timarse que en la especie si se configuró la resolución ne 

gativa ficta, roda vez que no basta con que la autoridad - 

manifieste haber dado trámite al recurso o instancia de --

los particulares, sino que es preciso que se emita una re-

solución en forma expresa, debidamente notificada, de lo 

contrario nos encontramos en el supuesto que contempla el 
( 2 7 

seftalado artículo 92 del Código Fiscal de la Federación..." 

De lo anterior se concluye, os precisamente el - 

multicitado articulo del Código Fiscal de la Federación, - 

el fundamento legal de nuestra figura jurídica en estudio. 

1171 Resolución emitida por la Cuarta Sala Req101141 Mvt ro. 
polltaua del Tribunal Fiscal de la Federavlím, uxpt' - 
dimi(e 1144/74. 
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d) Consecuencias jurídicas. 

Todo acto jurídico trae aparejadas consecuencias 

jurídicas; éstas se producen bien sea por un hacer u omi—

sión por parte de quien o quienes intervinieron para su --

producción, y en el caso, al tratarse de un pedimento no - 

resuelto en los términos de la propia ley, por parte de la 

autoridad administrativa, traerá como consecuencia indubi-

table un supuesto jurídico, la resolución negativa ficta. 

Para el peticionario trae como consecuencias ju-

rídicas, el derecho suljetivo que implica una afectación a 

su esfera jurídica y la facultad de acudir a loa medios de 

defensa para reponerle esa afectación y no quedar en una - 

verdadera y perpetua incertidumbre jurídica. 

Por parte de la autoridad, las consecuencias ju 

radicas son, •n ceso de producirse el supuesto jurídico y 

en caso de ser dichas autoridades negligentes, ser sancio-

nadas 4. acuerdo oon lo estahlecado en los artículos 214 y 

2h, on sus ti acción 111 y VII, respectivamente, del Códt- 

tic) Pena 1 . 
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MEDIOS DE IPiPUGNACION DE 

LA NEGATIVA FICTA 

a) Administrativamente,, 
b) Ante los tribunales administrativos; y, 
c) Ante los tribunales federales. 

bien es sabido por todos los que de una u otra - 

forma. estamos constantemente en el ámbito del derecho, - 

que cuando se afecta nuestra esfera jurídica erremos una - 

serle de armas para hacer valer nuestro derecho: éstos son 

los medios de defensa que podemos ejercer en ur, momento da 

do. 

Ahora bien, es este capitulo reseñaremos los me-

dios de defensa relativos a la remolueibn negativa fiera,-

así como también explicar someramente el por qué nos refe-

rimos a otros conductos que no son de tispugnaci6n de nues• 

tre resolución, sino "origen y consecuenciaTM. 

a) Administrativamente. 
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lit determinadas ocasiones o en muchas, existe la 

necesidad de interponer reCursol o instancias ante la auto 

ridad administrativa, cuando •s efecteds nuestra esfera ju 

Indica, o ervalgunco calmo. coluanio•solicitamoi."algogue - 

dicha autoridad esti en polibilidid legal de conosadirt ca-

so concreto y a senara de ejemplo, lo es una licencia.' 

En el primer caso, tratándose de una afectación 

de los intereses del gobernado, cabe el recurso de incon--

formidad ante la autoridad administrativa contra acto de - 

molestia/ independientemente de si le asiste o no la rasó. 

al  gobernado peticionario o recurrente, la autoridad debe-

ré emitir la resolución em un tiarmino no mayor de 00 días 

hábiles. Transcurrido dicho término y al no dar la res-- - 

puesta correspondiente, se comfiqurairá la resolucibe nega-

tiva ficto, dando como resaltado el origen, al que esa re-

ferimos. al juicio de este capitulo. Pera el caso do que - 

se presente el supuesto del articulo ,2 del ~leo tributit 

rio. Puro si solicitamos a laquee dependencia, por ejem—

plo, el inetatuto hamicano del Seguro Social, Departamento 

de ›.odificación dr talido de 'tiempo Profesionales, la die 
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minución del grado de riesgo de una empresa, y al no ser - 

resuelta en los términos señalados por la ley. podremos --

interponer un recurso de inconformidad, haciendo valer la 

negativa en que incurrió el Departamento de Inodificación 

de credos de Riesgos Profesionales, ante el 	Consejo - 

Técnico del propio rnatitulo. Este es un caso en el cual 

excepcíonálmente se puede impugnar la resolución negativa 

flota. 

/31 Ante los tribunales adminisir,tivos. 

En la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Fe-

deración. en el primer Capitulo referente a la integración 

del Tribunal, en su articulo lo. rice dice lo siguiente' 

'ART. lo.- al Tribunal Fiscal de la redor 
recibe es un tribunal administrativo. do 
tado de plena autonomía para dictar sus 
fallos, con la organización y atribucio-
nes que esta ley establece". 

Es decir. el Tribunal Piso, de la PedetmcsOn 

como ha quedado plenamente Asuntado mh la .ranscr e pe t bu - - 
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del articulo anterior, un tribunal administrativo y por en 

de, el órgano ante quien puede hacerse valer el medio de - 

defensa a través del cual se va a impugnar la resolución - 

negativa ficta en que incurrió la autoridad administrativa, 

al no haber emitido la resolución a la instancia, recurso 

o petición. 

Pero resulta que en el caso a comentario se verá 

el por qué se impugna la resolución negativa fiera ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación. 

Se ha dejado establecido, cuando se intenta una 

instancia, un recurso, petición, etc., ante una autoiridad 

administrativa, ésta debe emitir su resolución en el tér-

mino no mayor de 90 días hábiles, en caso contrario se --

configuraré la negativa ficta, siendo en meta circunstan-

cia en sentido contrario, y viene a constituir una resolu 

ción definitiva, por ello y conociendo la Ley Orgánico del 

Tribunal Fiscal de la Federación, la competencia es de --

las salas Regionales del Tribunal Fiscal de ie redieraci6n, 

como se desprende del articulo 23. 
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"ART. 23.- Las Salas Regionales conoce--
rán de los juicios que se inicien contra 
las resoluciones definitivas que se indi 
can a continuación: I.- Las dictadas por 
autoridades fiscales federales, las del 
Distrito Federal y de los organismos fis 
cales autónomos, en que se determine la 
existencia de una Obligación fiscal, se 
fije en cantidad liquida o se den las ba 
ses para su liquidación. II.- Las que --
nieguen la devolución de un ingreso, de 
los regulados por el Código Fiscal de la 
Federación, indebidamente percibido por 
el Estado; III.- Las que impongan multas 
por infracción a las normas administrati 
vas federales y a las disposiciones fis-
cales del Distrito Federal. TV.- Las que 
causen agravio en materia fiscal, disten 
to al que se refieren las fracciones an-
teriores; V.- Las que nieguen o reduzcan 
las pensiones y dembs prestaciones socia 
les que concedan las leyes en favor de - 
los miembros del Ejército. de la Fuerza 
Aérea y de la Armada Nacional o de sus -
familiares o derechohabientes con cargo 
a la Dirección de Pensiones Militares o 
al Erario Federal, así como las que esta 
blescan Obligaciones a cargo de las mis-
mas personas, de acuerdo con las leyes -
que otorgan dichas prestaciones. Cuando 
el interesado afirme, para fundar su de-
manda, que le corresponde un mayor núme-
ro de anos de seavicío que los reconoci-
dos por la autoridad respectiva, que de-
bió ser retirado con grado superior el -
que consigne la resolución impugnada. o 
que su situación militar sea diversa de 
la que le rue reconocida por la Secieta-
ria de la Detente+ Nacional o de Marina,-
según el caso; o cuando se versen cues—
tione» de teiarquia, antiquedad en el 
wad° o tiempo de servicios militares, 
lao aontenclas del Tribunal Fiscal /sólo 
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tendrán efectos en cuanto a la determina 
ción de la cuantía de la prestación peco 
niaria a que los propios militares co---
rresponda. o a las bases para su depura-
ción; VI.- Las que se dicten en materia 
de pensiones civiles, sea con cargo al -
Erario Federal o al Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado; VII.- Las que se dic—
ten sobre interpretación y cumplimiento 
de contratos de Obras públicas celebrados 
por las dependencias de la Administra—
ción p&blica federal centralizada; VIII. 
Las que constituyan responsabilidades --
contra funcionarios o empleados de la Fe 
deración o del Departamento del Distrito 
Federal por actos que no sean delictuo--
sos y. IX.- Las señaladas en las demás -
leyes como competencia del Tribunal. Pa 
ra los etecuos del primer párrao de es-
te articulo, las resoluciones se conside 
rarán definitivas cuando no admitan re--
curse administrativo o cuando la interpo 
alción de éste sea optativa para el afee 
tado" 

El Tribunal Fiscal de la Federacion es un Tribu-

nal administrativo ante quien se impugnará la nulidad de - 

la resolución negativa ficta en que haya incurrido la auto 

rídad administrativa. 

e) ~u los tribunales federales. 

t. Ley Reulamentarts de los articulo. 103 y 107 
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Constitucionales, en su articulo lo. nos dice: 

"ART. lo.- El juicio de amparo tiene por 
objeto resolver toda controversia que se 
suscita: I.- Por leyes o actos de la au-
toridad que violen las garantías indivi-
duales; II.- Por leyes o actos de la au-
toridad federal que vulneren o restrin--
jan la soberanía de los Estados; III.--
Por leyes o actos de las autoridades de 
éstas que invadan la esfera de la autora_ 
dad federal". 

De lo anterior se colige, es incorrecto impugnar 

la resolución negativa ficta ante los tribunales tederales, 

pues no se viola garantía constitucional alguna, por parte 

de las autoridades administrativas al no emitir su resolu-

ción, ni considerar tampoco a nuestra figura jurídica como 

imoonatitucional. 

Para ser más objetivos sobre la cuestión a diai-

per, es menester referirse al criterio juriaprudencial so, 

tenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Admi-

nistrativa del Primer Circuito en el amparo un reviaibn --

338/78, en donde me dijo lo siguiente, respecto de la nega 

time ficta en ~ella ftscals 
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"MEGAT/VA PICTA EN MATERIA FISCAL. AMPA-
RO mmocumint.- NO es legalmente posi-
ble reclamar en empero la inconstitucio-
nalidad de la negativa ficta que se hace 
derivar de la falta de contestación por 
parte de la autoridad fiscal, el ocurso 
de un particular, pues en términos del -
articulo 92 del Código Fiscal de la Pede 
ración, lo procedente para la impugna—
ción de mea negativa a que se refiere el 
precepto mencionado, es el juicio de gnu 
lación ante el Tribunal Fiscal de la Fe-
deración, como lo establecen los artícu-
los 168, 192 fracción IV, 194 y 195 del 
ordenamiento precitado, y 22 fracción II 
de la Ley Orgánica de dicho tribunal. --
Por lo que, el amparo que se promueve --
contra dicha negativa sin acudir precisa 
mente al Tribunal Fiscal de la Federa—
ción resulta improcedente, de conformidad 
con lo dispuesto en el articulo 73 frac-
ción XV de la Ley de Amparo". 

Amparo en revisión 338/78. Carlos Cubas 
González. 22 de junío de 1978. Unanimi-
dad de votos. Tesis importantes susten-
tadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer --
Circuito, publicadas en la Tercera Par-
te del Informe rendido a la Suprema Cor 
te de Justicia de la Nación por su Pre-
sidente al terminar el aro de 1978. Pág. 
132. 

La tesis anteriórmente transcrita resulta ilus—

trativa pera confirmar como la negativa ficta en materia - 

fiscal, abre la posibilidad inmediata de un medio de defen 

se especifico ante el Tiibunal Fiscal de la Federación en 
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caso de violar los derechos del gobernado, por lo tanto --

puede concluirse, esta figura no debe ser catalogada de --

contraria a la Constituci6n, sino en todo caso, se trata - 

de una figura que va más allá de ella, ampliando la garan-

tía consagrada en el artículo So.. Constitucional. 

De los argumentos asentados podemos concluir, an 

te los tribunales federales no es posible impugnar una re-

solución negativa ficta, sino sólo como lo .indicamos al --

inicio de nuestro capitulo, en los tribunales federales se 

podrá presentar la consecuencia de nuestra resolución. y - 

nunca podrá ser origen o medio de defensa. 



CONCLUSIONES 

1.- La seguridad jurídica, de la que goza todo gobernado, 

se encuentra en nuestra Carta Magna, siendo por ende, 

una garantía constitucional encaminada a proteger en 

contra de cualquier 	o por parte de la autoridad -- 

que invada su este:: jurídica. 

La seguridad jurít1:. 	la serie de requisitos cona 

titucionales y legales qu. lelen conuene! los actos - 

de la autoridad. Las garantías de seguridad jurídica 

se encuentran reguladas por los artículos del 14 al - 

23, así como por el 26 y 27 de la Constitución. 

2.- La expectativa de derecho la conceptuamos equiparando 

la con el supuesto jurídico, diferenciando de asta aa 

nora a los derechos adquiridos. 

3. 	CUMWO 4 11111 gobernado -capas- se le incorpora un date 

cho medlante un meto jurídioo, nunca widrh apile afet: 

tad° de su pm, tosoni , sino poi volkint 4 d ►iropta u iyht4 
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diente disposición expresa de una ley de orden pfibli-

co, siempre y cuando esta disposición legal cumpla --

con todos y cada uno de los requisito■ que para tal - 

efecto sean necesario., al caso concreto de que se --

trate, dando origen al cumplimiento del principio de 

seguridad jurídica. 

4.- El derecho de petición es la potestad de todo yoberna 

do de ocurrir a cualquier autoridad, formulando una -

solicitud o instancia escrita, la cual adopta especi-

ficamente, el carácter de simple petición administra-

tiva, acción, recurso, etc; estando este derecho debi 

demente reconocido por la Constitución, en su articu-

lo Bo., y al amparado de éste puede exigir de las - 

autoridades algo que estimo justo y conveniente. De-

hemos dejar clara una situación: la autoridad está 

obligada a dar resolución a toda petición que se le 

plantee, pero no está obligada a resolver en determi-

nado sentido. 

5.- ha yarentla de mayor prolección al gobernado dentie 
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de nuestro orden jurídico constitucional, es sin duda 

alguna, la de legalidad consagrada en el articulo 16 

de la Constitución Politica de los Estados Unidos *é-

xicanos. 

6.- Por breve término entendemos el lapso en el que se in 

terpuso la petición en particular ante la autoridad,-

así como los elementos necesarios con que debe contar 

para resolver dicha petición, la autoridad para diri-

mir ésta. 

7.- La resolución negativa fleta en materia fiscal, la --

conceptuamos como una presunción de la ley, es decir, 

negar al particular peticionario su solicitud por par 

te de la autoridad administrativa ante quien se plan-

teó, sin haber notificado dentro de cierto término en 

forme directa o a través de persona legálmente autori 

sede para recibir la resolución, en caso de existir. 

13.- A le cunt►yureclbn de le resolución negativa ficto en 

materia fiscal, hace alusión al articulo 92 del Códi- 
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go Fiscal de la Federación, en cuanto al fundamento - 

legal. 

9.- La resolución negativa ficta en materia fiscal, vie-

ne a constituir el instrumento procesal que facilita 

y amplia las posibilidades de defensa del gobernado - 

frente a los actos de la autoridad, evitando así el - 

estado de incertidumbre en que se encontraría el peti 

cionario, provocada por la negligencia de los funcio-

narios y empleados encargados de resolver las instan-

cias de los particulares, dando lugar al tan anhelado 

sueno de aquella frase tan célebre que emitiera uno - 

de nuestros grandes funcionarios: La 'usiticia debe 

ser breve y expedita". 
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